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Editorial

EDITORIAL
stamos ad portas de un nue-
vo proceso electoral, donde 
elegiremos autoridades mu-
nicipales y regionales, y te-

nemos la certeza de vivir en medio de 
un sistema corrupto, en un espacio 
donde la “manzana podrida” ha con-
tagiado a todos los estratos sociales. 
De alguna manera nos sentimos so-
brepasados e incapaces de revertir 
esta situación. Incluso percibimos 
que hemos llegado a un grado tal 
de saturación que, así como nuestro 
sentido del olfato deja de oler la po-
dredumbre por irritación de la pitui-
taria, dejamos de interpelarnos por 
la corrupción. Sin embargo, con esa 
actitud nos estaríamos “yendo al ga-
rete”. Por ello, es importante sobre-
pasar la dimensión de la mera data 
(miles de audios que nos saturan) y 
hacer un análisis de lo que sucede; es 
decir, informarnos. Esto implica, por 
una parte, saber quiénes son los can-
didatos y sus propuestas, no si hay un 

candidato conocido por el cual votar 
ante posibles beneficios personales a 
recibir.

Junto a la información, otra de las 
armas para vencer a la corrupción es 
la formación. No cabe duda que la 
raíz del mal está en la crisis de valo-
res de nuestra sociedad, ¡pero esto 
no es solo un tema moral, sino vital! 
Valores como verdad, justicia, ho-
nestidad o respeto no son simples 
palabras moralistas, por el contrario, 
son los fundamentos que permiten la 
convivencia armónica y pacífica. Aún 
más, son la base para el despliegue 
de una sociedad. Es así que la edu-
cación cumple un rol fundamental, 
tanto la que se recibe en casa como 
en los centros educativos, y en medio 
de la vida cotidiana de la comunidad. 
Se transmite de generación en gene-
ración, principalmente a través de la 
puesta en práctica de los valores. Su 
ejercicio cotidiano permite desarrollar 
estas virtudes en las personas. Junto 
al ejemplo de padres, maestros, veci-

E
nos y autoridades, aspecto clave para 
este propósito, la información nos 
posibilita elaborar un análisis crítico 
como individuos y colectivos cívicos 
para dar razón de nuestras acciones.

Todas estas virtudes mencionadas no 
se aprenden de memoria como una 
tabla de multiplicar, se incorporan, 
se hacen parte inherente de nosotros 
en la medida que las ejercitamos y las 
hacemos un hábito. Ello implica re-
nuncia, dejar de lado lo que nos es 
placentero o conveniente.

Como parte del proceso de informa-
ción que debemos realizar, de cara a 
este proceso electoral, es importan-
te hacer análisis más complejos, más 
amplios y de mayor proyección. Así, 
el tema de la descentralización no 
puede quedar ajeno. Una mala po-
lítica de descentralización conlleva 
a atrasos en las regiones, a generar 
condiciones para malversaciones y 
clientelismos. La descentralización 
nos afecta a todos, a las provincias 
(donde viven más de 20 millones de 
peruanos) y a Lima (donde habita un 
tercio de la población). El atraso en 
las regiones es un retroceso para el 
país.

Carlos Miguel Silva Canessa, SJ
Director
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RELANZAR LA

PARA RECUPERAR

a historia del Perú es la de 
una eterna tensión entre la 
centralización y la descen-
tralización de la toma de 

decisiones y la gestión de los re-
cursos públicos, tensión en la que 
los contenidos de ambas apuestas 
fueron cambiando de significado 
a lo largo de más de 150 años. 
Desde el Concejo Departamental 
(1873) y la Junta Departamental 
creada por la Ley de Descentraliza-
ción Fiscal (1886), mucha agua ha 
corrido bajo el puente.

De esta manera, mientras el des-
centralismo de las dos primeras 
décadas del siglo XX fue de claro 
signo conservador, expresando la 
resistencia de los poderes locales 
serranos a las políticas moder-
nizantes que venían del Estado 
central y les recortaba el poder 
absoluto que hasta entonces te-
nían sobre las gentes y los territo-
rios andinos, desde la década de 
1980 hasta hoy el descentralismo 
es más bien de signo progresis-
ta, surgiendo de la presión de las 
sociedades y élites políticas de las 
regiones contra las élites y tecno-

cracias “nacionales” asentadas en 
Lima, que buscan estar a cargo de 
todas las decisiones importantes.

En el mundo contemporáneo, las 
transiciones democráticas que si-
guen al colapso de regímenes au-
toritarios han tenido casi siempre 
un fuerte componente descentra-
lista. El autoritarismo -más aún si 
es militar- es siempre fuertemente 
centralista y tiende a concentrar 
las decisiones en una cúpula que 
espera que todas las personas y 
todas las instituciones simplemen-
te acaten e implementen. Como 
respuesta, las transiciones demo-
cráticas suelen tratar de evitar que 
el poder se vuelva a concentrar de 
esa manera apostando por la des-
centralización, buscando en ese 
proceso la redistribución de poder 
entre los territorios.

En nuestro caso, la transición de-
mocrática que siguió al gobierno 
militar (1968 – 1980) incluyó tí-
midamente la descentralización 
como una de sus apuestas al in-
cluirse en la Constitución de 1979 
la necesidad de un Plan Nacional 

de Regionalización para guiar un 
proceso de descentralización que 
fue postergado por Fernando Be-
launde, pésimamente diseñado y 
lanzado por Alan García y cancela-
do ante la indiferencia ciudadana 
por Alberto Fujimori, en el marco 
del autogolpe de 1992. Recorde-
mos que el proceso iniciado por 
García fracasó porque las regio-
nes fueron artificialmente creadas 
desde el Estado, los órganos de 
gobierno regional tenían una ma-
yoría de miembros no elegidos di-
rectamente, la forma de gobierno 
era la asamblea, las competencias 
regionales eran delegadas, no se 
reconoció una mínima autonomía 
para las regiones y sus presupues-
tos y la ejecución de los mismos 
eran decididos y controlados des-
de el Gobierno Central.

Después del auto golpe, la resis-
tencia contra la Dictadura fujimo-
rista fue muy fuerte en las regiones 
y los líderes sociales y las autorida-
des municipales provinciales juga-
ron en ella un rol muy importan-
te. A la caída de Fujimori, y con 
la elección de Alejandro Toledo, 

el gobierno colocó la descentrali-
zación en el centro de la agenda 
para relegitimarse ante esas socie-
dades regionales.

Es en este contexto, apenas ini-
ciado el Gobierno de Toledo, que 
se aprueba en el Congreso la Ley 
de Bases de la Descentralización, 
se crean los Gobiernos Regionales 
y se modifican los Gobiernos Lo-
cales, eligiéndose sus autoridades 
a fines del 2002 para que entren 
en funciones el 2003. Desde su 
inicio, la apuesta por la descentra-
lización tuvo algunas limitaciones 
fundamentales al no entender que 
se requería transitar de un Estado 
organizado sectorialmente, a otro 
organizado desde los territorios. 
La reforma no vino acompañada 
de una apuesta seria por desarro-
llar capacidades de gestión ade-
cuadas en los gobiernos regiona-
les y locales; no se transfirieron 
capacidades de decisión sobre las 
grandes inversiones mineras, pe-
troleras y de vías de comunicación 
que más impacto tienen sobre los 
territorios; el ordenamiento terri-

torial que se les encargó era de 
carácter indicativo y no vinculan-
te;  no se hizo una reforma fiscal 
que permitiera una asignación 
presupuestal predictible y que res-
pondiera a las competencias que 
se les transferían a los gobiernos 
regionales y locales, ni se pensó en 
las formas elementales de articu-
lación y coordinación entre niveles 
de gobierno. Se pretendió así que 
la descentralización reemplace a la 
indispensable y más amplia refor-
ma del Estado.

A poco de lanzada la descentrali-
zación por el gobierno de Toledo, 

el gobierno de Alan García la para-
lizó eliminando los planes quinque-
nales de transferencia. Y si bien se 
avanzó en aumentar el peso de los 
gobiernos regionales y locales en el 
total del presupuesto nacional –algo 
que fue sostenido significativamente 
por los enormes ingresos fiscales du-
rante el ciclo de precios altos de los 
minerales y el petróleo- se comenzó 
también a recortar fuertemente la 

LA DEMOCRACIA
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Eduardo Ballón Echegaray
DESCO

Carlos Monge Salgado
Natural Resource Governance Institute
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autonomía de los gobiernos re-
gionales y locales para decidir so-
bre sus presupuestos, lo que fue 
continuado por los gobiernos de 
Ollanta Humala y Pedro Pablo Ku-
czynski.

En el camino se fueron debilitando 
los mecanismos de participación 
ciudadana en la gestión de los 
gobiernos subnacionales, básica-
mente los planes concertados de 
desarrollo y los presupuestos par-
ticipativos. Respecto de estos últi-
mos, hay que señalar que nunca 
fueron propiamente vinculantes 
sino solamente consultivos y –peor 
aún- que mientras que al inicio la 
ciudadanía participante podía pre-
sentar sus propias iniciativas, en la 
actualidad ha terminado limitada 
a escoger entre aquellos proyectos 

aún peor. Y sobre lo segundo, el 
escándalo de corrupción de Lava 
Jato, y ahora el de Lava Juez, nos 
hacen ver la significativa captura y 
penetración de mafias corruptas 
en las instituciones del gobierno 
central, quedando claro que la 
corrupción en instancias regiona-
les y locales no es algo peculiar 
al proceso de descentralización, 
sino apenas la expresión local de 
un fenómeno que atraviesa a todo 
el Estado peruano y que permea 
sus relaciones con el empresaria-
do privado y la clase política. Que 
nuestros últimos 5 presidentes 
estén condenados, acusados o 
indagados por corrupción es indi-
cativo de la magnitud nacional –y 
no solo ni principalmente subna-
cional- de este problema.

Así las cosas, en perspectiva se 
abren tres escenarios. El primero 
supone mantener las cosas como 
están, con una descentralización 
iniciada pero recortada en todos 

sus aspectos. El segundo implica 
cancelar la descentralización y 're-
centralizar' las competencias y pre-
supuestos asignados a los gobier-
nos regionales con la esperanza de 
que, desde arriba, se pueda ganar 
en eficiencia, calidad programática 
y transparencia en el gasto. Final-
mente, el tercero lleva a relanzar 
la descentralización retomando el 
camino emprendido en el 2002 y 
atacando a fondo algunas de sus 
deficiencias más notorias, incluida 
la transferencia de competencias 
sustantivas, la descentralización 
fiscal, el fortalecimiento de los or-
ganismos de control, y el carácter 
vinculante de los mecanismos de 
participación ciudadana. Como es 
obvio, este último exige poner el 
territorio y su gestión como eje del 
relanzamiento, precisando paulati-
namente las responsabilidades de 
los tres niveles de gobierno y esta-
bleciendo con precisión las formas 
de articulación y coordinación en-
tre ellas, para asegurar la provisión 

oportuna y de calidad de los servi-
cios que demanda el ciudadano en 
todos los rincones del país.

La descentralización, tal como 
está, no sirve a propósito alguno 
y no tiene sentido mantenerla en 
una suerte de estado de coma 
permanente. Y pretender que se 
mejore la eficiencia, la calidad 
programática y la transparencia 
desde un nivel de central de go-
bierno, totalmente capturado por 
intereses corporativos y por mafia 
corruptas, es una contradicción 
en los términos. La única salida es 
rediseñar y relanzar la descentrali-
zación para construir desde abajo 
y con la ciudadanía un Estado que 
sea democrático y que gestione el 
territorio y sus recursos, invirtien-
do los fondos públicos con senti-
do estratégico y con honestidad.

Cómo hacer realidad esta nueva 
apuesta descentralista en el marco 
de un nuevo pacto político entre 

las sociedades y las élites del diverso 
y complejo territorio peruano es uno 
de los retos que hace indispensable 
pensar en un proceso constitucional 
que -sobre éste y otros temas funda-
mentales- nos permita 'reimaginar' 
al Perú como nación en el escenario 
del segundo centenario de nuestra 
independencia. El desafío es grande, 
máxime cuando estamos ad portas 
de nuevas elecciones descentrali-
zadas en octubre próximo. Estas ya 
están afectadas –de un lado- por la 
crisis de representación que vive el 
país y que se expresa en una gran 
fragmentación política y electoral en 
los territorios, muchos de ellos con 
presencia directa de poderes ilega-
les vinculados a la minería ilegal, el 
narcotráfico y la tala de madera. Y 
del otro, por la corrupción imperante 
que ha capturado la ONPE, respon-
sable del proceso electoral. Hacer de 
la descentralización un punto central 
de la agenda ciudadana resulta en-
tonces una tarea impostergable para 
recuperar la democracia.

Panorama Político Panorama Político

ya priorizados desde el Ministerio 
de Economía y Finanzas y que res-
ponden a metas también defini-
das desde el Gobierno Central.

La justificación permanentemente 
esgrimida por el gobierno central 
para no entregarles competen-
cias importantes, y restringir cada 
vez más la capacidad de manejo 
presupuestal de los gobiernos 
descentralizados, ha sido que en 
ellos hay incapacidad de gasto y 
corrupción. Sobre lo primero, la 
información del propio MEF res-
pecto de la ejecución presupuestal 
de los tres niveles de gobierno nos 
dice, hace ya varios años, que esto 
no es cierto. Por el contrario, sin la 
intervención de gobiernos locales 
y regionales, la capacidad de eje-
cución del gobierno nacional sería 

La historia del Perú 
es la de una eterna 

tensión entre la 
centralización y la 

descentralización de la 
toma de decisiones y la 
gestión de los recursos 

públicos, tensión en 
la que los contenidos 

de ambas apuestas 
fueron cambiando de 

significado a lo largo de 
más de 150 años.

Propuestas de regionalización en el Perú en los últimos 30 años. Izq.: 
la de Javier Pulgar Vidal (1984), con cinco regiones y un área metropo-
litana; der.: la del primer gobierno aprista (1989), con doce regiones.
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esde su creación, los espacios políticos regio-
nales despiertan gran entusiasmo, traducido 
en un gran número de listas en contienda. 
Lo mismo sigue sucediendo a nivel munici-

pal, donde un alto número de candidatos disputan el 
acceso al tan ansiado sillón municipal. Sin duda, en 
varios casos, este entusiasmo se ha traducido en el de-
sarrollo de interesantes iniciativas de gestión, varias de 
las cuales han sido reconocidas o premiadas. Lamen-
tablemente, no se puede decir lo mismo en términos 
de lo que la descentralización nos deja en cuanto a 
las características y comportamiento típico de las élites 
políticas a nivel subnacional. Como se ha hecho evi-
dente en los últimos años, la competencia electoral y 
el manejo del poder local y regional generan también 
una serie de efectos negativos para la calidad de nues-
tra democracia, como el reforzamiento de la desorga-
nización de los actores políticos y del cortoplacismo, 
la corrupción y la infiltración de intereses ilegales en 
la política.

Primero, lejos de facilitar la construcción de actores 
políticos organizados desde las regiones, la apertura 
del espacio regional a lo electoral ha sumado a la ten-
dencia preexistente de alta desarticulación de la políti-
ca peruana. Tras cuatro procesos electorales, los llama-
dos “partidos nacionales” aparecen como los grandes 
perdedores al mostrarse incapaces de organizar la 
oferta electoral y ser competitivos a nivel regional y 
local. Pero los resultados electorales no deben confun-
dirnos. En su gran mayoría, los supuestos “ganadores” 
de la política subnacional, los movimientos regionales, 
no son en la práctica muy diferentes a los vehículos 
personalistas que llamamos partidos por contar con 
registro oficial. Unos y otros no son realmente orga-
nizaciones políticas duraderas, fruto de un proyecto 

Segundo, no contar con organizaciones políticas du-
raderas (nacionales o regionales) refuerza el corto-
placismo de nuestros políticos y gobernantes a nivel 
subnacional. Esto tiene consecuencias sobre cómo 
compiten electoralmente y sobre cómo gobiernan. La 
mayoría de políticos subnacionales –obviamente hay 
excepciones- no solo descartan invertir en construir or-
ganizaciones partidarias programáticas, con visiones e 
ideas compartidas, sino que tampoco se esfuerzan en 
construir redes clientelistas duraderas que den susten-
to organizativo a un partido. Practican sí, el clientelis-
mo, pero mayoritariamente es un clientelismo de cor-
to plazo, limitado a la campaña electoral. De hecho, 
el reparto de regalos se convierte cada vez más en un 
aspecto central de las campañas regionales y locales. 
Este clientelismo de campaña se realiza con la finali-
dad de atraer a votantes indiferentes y cansados de la 
política a sus actividades proselitistas. Por un lado, si 
logran que sus caravanas, mítines y otros eventos mo-
vilicen un número alto de electores de manera soste-
nida durante la campaña, algunos candidatos pueden 
lograr ser señalados como “punteros” en la contienda, 
candidatos con posibilidades de ganar; lo que atraerá 
la atención de los medios, donantes y votantes. Por 
otro lado, es importante aclarar que al repartir regalos 
durante la campaña los candidatos compran la par-
ticipación de los votantes, pero esto no significa que 
compren su voto. De hecho, los votantes se sienten li-
bres de decidir su voto como deseen y, a menudo, asis-
ten a actividades de más de un candidato para recibir 
estos presentes. ¿Por qué repartir si esto no asegura 
el voto? Reunir a estos clientes le permite también al 
candidato tratar de persuadirlos directamente de votar 
por medios no clientelistas: prometiendo obras que 
diferentes sectores necesitan, mostrando el carisma 
del candidato, entre otros. Una vez que el candidato 

colectivo, sino la expresión de la suma de una serie de 
proyectos y ambiciones exclusivamente personales o 
de un muy pequeño grupo.

El politólogo Mauricio Zavaleta llamó a este tipo de 
agrupación política, que se limita a ser una alianza 
temporal con fines electorales y que normalmente 
se disuelve antes de las elecciones, “coaliciones de 
independientes”1. Luego de un estudio realizado des-
de el Centro de Investigación de la Universidad del Pa-
cífico (CIUP) sobre élites regionales, confirmamos que, 
en los cuatro departamentos que estudiamos, los mo-
vimientos regionales podían ser mejor comprendidos 
como coaliciones de independientes antes que como 
partidos políticos regionales2. Más aún, constatamos 
cómo con el paso del tiempo se reforzaba una tenden-
cia hacia la desarticulación política y el reinado de las 
coaliciones de independientes, incluso en algunos de-
partamentos que antes estaban más organizados polí-
ticamente, como Piura; o cómo algunos movimientos 
regionales, como Nueva Amazonía (San Martín), que 
investigadores, incluyendo a Zavaleta, vieron como el 
germen de partidos regionales, no lograban consoli-
darse organizativa y electoralmente luego de la parti-
da de su caudillo. Los políticos a nivel local y regional 
encuentran más atractivo sumar esfuerzos y recursos 
(financieros, logísticos, reputacionales) con otros inde-
pendientes solo en época electoral, con el objetivo de 
maximizar sus posibilidades de ser electos. Si se puede 
ganar así, no resulta atractivo invertir tiempo y recur-
sos en la construcción de organizaciones políticas que, 
además, luego los atarán y pedirán cuentas.

1	 ZAVALETA, Mauricio (2014), Coaliciones de independientes, Lima: IEP.
2	 MUÑOZ, P. et al. (2016), Élites regionales en el Perú en un contexto 

de boom fiscal, Lima: Fondo Editorial, Universidad del Pacífico.

DESAFÍOS PENDIENTES
POLÍTICA SUBNACIONAL: 

Paula Muñoz Chirinos
Universidad del Pacífico

Lejos de facilitar la construcción 
de actores políticos organizados 

desde las regiones, la apertura 
del espacio regional a lo 
electoral ha sumado a la 

tendencia preexistente de alta 
desarticulación de la política 

peruana.
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también hacerse de una tajada del botín por medio 
de la corrupción. Efectivamente, el tipo de corrupción 
que predomina a nivel subnacional es la otra cara del 
cortoplacismo: se trata, en la mayoría de casos, de lo 
que Daniel Gingerich ha llamado "corrupción perso-
nal" (apropiación/desvío de recursos públicos con fines 
de enriquecimiento personal) y no "corrupción parti-
daria" (apropiación/desvío de fondos públicos que se 
invierten luego en el partido, sea para alimentar redes 
clientelistas o para hacer una bolsa para los gastos de 
la próxima campaña)4.

Finalmente, este contexto sin organizaciones políti-
cas duraderas, abundancia de recursos fiscales y bajo 
control institucional y sanción, incentiva también la 
infiltración de intereses ilegales en la política subna-
cional. Por un lado, la necesidad de mayores recursos 
para financiar las campañas facilita la infiltración de 
dinero de origen ilícito en la política. Desesperados 
por recursos en medio de campañas improvisadas, los 
candidatos pueden recibir dinero de orígenes dudosos 
sin preguntarse mucho qué consecuencias les traerá. 
Más adelante, esto puede permitir el lavado de dinero 
vía la organización de empresas que ofrecerán servi-
cios a los gobiernos subnacionales, y participarán del 
diezmo. Pero también los donantes podrían intentar 
cobrar favores presionando para que los gobernantes 
electos apoyen o dejen realizar sus actividades ilícitas 
sin fiscalización. Una segunda vía por la cual intereses 
ilegales se pueden vincular a la política subnacional 
es apostando por acceder y controlar directamente al 
poder. Se discute, por ejemplo, sobre los orígenes du-
dosos de las fortunas personales que varios candidatos 
invierten en las campañas subnacionales. Asimismo, 
cada vez se conoce un mayor número de casos en que 
los gobernantes electos tienen vínculos orgánicos con 
mafias y negocios ilegales, como la minería informal e 
ilegal, la tala ilegal, el narcotráfico, el contrabando, el 
tráfico de terrenos, etc. El control directo del poder les 
permite a estos grupos utilizar el mismo para favore-
cer sus intereses, ampliar sus negocios o ampliar sus 
redes de influencia en el aparato estatal para asegurar 
la impunidad.

4	 GINGERICH, D., (2013) Political institutions and party-directed co-
rruption in South America, Cambridge: Cambridge University Press.

Para nadie es secreto que la 
estrategia preferida de los 

gobernantes subnacionales, para 
construir legitimidad frente a la 
ciudadanía, es la construcción 

de obras. [...] los gobernantes 
prefieren repartir el presupuesto 

entre un mayor número de 
obras pequeñas que contenten 

a diferentes pueblos, barrios, 
etc., antes que embarcarse en 
la construcción de medianas 

y grandes obras que no tienen 
beneficiarios directos tan claros.

Número de organizaciones políticas que compitieron 
en las Elecciones Regionales 2014, por región

Movimientos regionales          Partidos políticos

Alianzas electorales
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gana, normalmente deja de repartir presentes y, si lo 
hace, es solo esporádicamente y no con la finalidad de 
construir una organización clientelista duradera que 
demanda de mucho tiempo y repartición permanente 
de beneficios.

Si no construyen partidos programáticos o clientelistas 
al ganar, ¿cómo gobiernan estos políticos indepen-
dientes? Para nadie es secreto que la estrategia prefe-
rida de los gobernantes subnacionales, para construir 
legitimidad frente a la ciudadanía, es la construcción 
de obras. En la mayoría de casos, no obstante, los go-
bernantes prefieren repartir el presupuesto entre un 
mayor número de obras pequeñas que contenten a 
diferentes pueblos, barrios, etc., antes que embarcarse 
en la construcción de medianas y grandes obras que 
no tienen beneficiarios directos tan claros. A esto he 
llamado “obrismo”, pues trata de generar una grati-
tud en un grupo de ciudadanos sin mantener una re-
lación directa permanente con ellos a nivel individual, 
como implicaría el clientelismo de largo aliento3.

3	 MUÑOZ, Paula (2016), “Clientelismo de campaña, obrismo y corrup-
ción”. En: Aragón, Jorge (ed.), Participación, competencia y repre-
sentación política, Lima: IEP/JNE/Escuela Electoral y de Gobernabili-
dad, pp. 159-178.

Tercero, una consecuencia directa de este cortoplacis-
mo, sumado a la abundancia reciente de recursos en 
las arcas fiscales subnacionales y la debilidad e inefica-
cia de las instituciones nacionales de control, investi-
gación y sanción del delito, son la institucionalización 
de la corrupción y la infiltración de dinero de origen 
ilícito en la política. Para ser competitivos en un con-
texto en que las campañas son cada vez más caras 
(por la inversión en propaganda en medios y el reparto 
de regalos), los políticos requieren recursos propios o 
el apoyo de empresarios que apuesten por ellos. Los 
empresarios interesados en contratar con el Estado a 
menudo financian a más de un candidato con posibi-
lidades de ganar, dada la gran incertidumbre sobre los 
resultados en un contexto sin partidos organizados y 
lealtades políticas estables. Las donaciones de campa-
ña son, así, el inicio de una relación, pues luego inten-
tarán cobrar el favor al político que logra ser elegido a 
través de la ya difundida institución informal del “diez-
mo” (el valor de la coima a pagar a cambio de ganar 
una adjudicación directa, licitación u otro será de al 
menos el 10% del valor real de la obra/servicio). Esto 
facilita también comprender por qué tantos políticos 
prefieren invertir en la construcción de obras: permi-
te no solo tratar de ganar aprobación ciudadana sino 

Parte del origen de la corrupción es el bajo control 
en el financiamiento de las campañas electorales. 

Por este motivo, Transparencia incentiva la campaña 
#QuénTeFinancia, buscando obtener mayor información 

de los candidatos y sus recursos.

Panorama Político Panorama Político
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esde la implementación del 
proceso de descentralización, 
en el año 2003, han sido in-
numerables las reformas y 

disposiciones que han marcado cam-
bios importantes en el rumbo del 
mismo. Los constantes cambios en 
la normatividad en los que se susten-
ta la descentralización, sumado a la 
falta de una institucionalidad sólida 
y un marco legal poco consistente 
con la configuración política e insti-
tucional, han contribuido a ensom-
brecer la orientación del proceso, y la 
principal consecuencia es la ausencia 
de resultados concretos en materia 
de gestión subnacional. En un rápi-
do análisis de los principales indica-
dores socioeconómicos, solo a nivel 
departamental, se observa una muy 
baja correspondencia entre la mejora 
en el nivel de vida y la ejecución del 
gasto público en las jurisdicciones de 
dichos departamentos.
 
Se debe tener presente que, desde el 
inicio del proceso de descentraliza-
ción, los gobiernos regionales y loca-
les han mantenido una participación 
muy importante en la gestión pública 
en términos presupuestales. Duran-
te la última década, el presupuesto 
asignado a estas entidades sumó al-
rededor del 40% del presupuesto del 
Sector Público No Financiero y más 
del 65% del presupuesto total de 
inversiones, en gran parte explicado 

por las altas transferencias deriva-
das de la explotación de las indus-
trias extractivas (como el canon y 
las regalías), lo que les otorga un 
rol clave en el desarrollo territorial 
sostenido de largo plazo.

En este contexto, el manejo fiscal 
debe concebirse como uno de los 
principales instrumentos de ges-
tión pública que permita lograr los 
objetivos de largo plazo plantea-
dos por cada una de las entidades.

Durante el diseño del proceso de 
descentralización se buscó un 
modelo de asignación de respon-
sabilidades y competencias a los 
gobiernos regionales y locales, 
acompañado por mecanismos 
de financiamiento, que permitan 

Sin embargo, en el Perú los siste-
mas de transferencias están muy 
lejos de lograr condiciones de efi-
ciencia de la gestión de las finan-
zas subnacionales; la literatura 
evidencia que, en muchos casos, 
las transferencias interguberna-
mentales tienden a incentivar la 
reducción de la presión fiscal en 
las respectivas jurisdicciones sub-
nacionales, especialmente loca-
les1. El argumento apunta a una 
motivación política por sustituir 
los ingresos derivados de los pro-
cesos de recaudación tributaria 
local por los ingresos por transfe-
rencias intergubernamentales; lo 
que en otras palabras implica bus-
car el financiamiento de los gastos 

1	 MELGAREJO, K. y J. RABANAL (2004). 
Perú: ¿Esfuerzo o pereza fiscal en los go-
biernos locales? 1999-2004. Banco Cen-
tral de Reserva del Perú. Lima.

locales por parte de no-residentes, 
reduciendo la necesidad de pre-
sionar la base tributaria local y, 
en su lugar, buscar los aportes del 
gobierno nacional. Fenómeno co-
nocido como el efecto ‘fly-paper’, 
este fenómeno sugiere que las 
implicancias de un incremento de 
las transferencias del gobierno na-
cional generen un incremento del 
gasto público local, dejando poco 
o nada para la mejora de la capa-
cidad de generación de ingresos 
propios2.

Teóricamente, el enfoque de trans-
ferencias responde a diversos enfo-

2	 BOADWAY, R. (2007). Intergovernmental 
Fiscal Transfers: Principales and Practice. 
Banco Mundial. Washington DC: Public 
Sector Governance and Accountability Se-
ries.

INGRESOS MUNICIPALES

REDIRIGIENDO LA MIRADA 
HACIA LA MEJORA DE LOS

darle una naturaleza sostenible al 
proceso. Es así que se agregaron 
potestades tributarias a los gobier-
nos locales, a fin de que se incre-
mente la capacidad de generación 
de ingresos propios, y con ello de-
sarrollar un proceso sostenible en 
la gestión local. Complementaria-
mente, el gobierno nacional esta-
bleció un sistema de transferencias 
hacia los gobiernos regionales y 
locales, con doble objetivo: el pri-
mero de ellos, el de garantizar el 
adecuado financiamiento de las 
funciones de los gobiernos subna-
cionales y, con ello, la correcta pro-
visión de bienes y servicios públi-
cos; el segundo objetivo responde 
a la reducción de los desbalances 
fiscales horizontales, y el logro de 
un desarrollo territorial sostenible.

Silvana Huanqui Valcárcel
Universidad del Pacífico

ques de financiamiento3: un enfoque 
normativo o tradicional y otro posi-
tivo; bajo el primero, las transferen-
cias son necesarias para garantizar 
el adecuado financiamiento de las 
funciones de los gobiernos subnacio-
nales y la correcta provisión de bie-
nes y servicios públicos. El segundo 
enfoque es el resultado de la separa-
ción de las decisiones de gasto y el fi-
nanciamiento; es decir, en la medida 
que las decisiones de financiamiento 
son establecidas a nivel nacional, y las 
decisiones de gasto a nivel regional o 
local, se generan las condiciones de 
ineficiencia en la gestión de las finan-
zas subnacionales.

3	 PIFFANO, H. (2004). Notas sobre Federalismo 
Fiscal: enfoques positivos y normativos. PrEBi 
SeDiCl. Argentina: UNLP, PrEBi SeDiCl.

	 AGUILAR, G y R. MORALES (2005). Las Trans-
ferencias Intergubernamentales, el Esfuerzo 
Fiscal y el Nivel de Actividad. Instituto de Es-
tudios Peruanos. Lima

El crecimiento de la 
capacidad adquisitiva 
medido por el crecimiento 
promedio del Gasto 
Monetario familiar promedio 
del departamento.

Tomando en cuenta el 
gasto de los gobiernos 
regionales y locales del 
departamento a nivel per 
capita.
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(0.10, 0.15)
(0.09, 0.10)
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(0.05, 0.07)
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(0.00, 0.03)
(-0.03, 0.00)

Crecimiento promedio de la capacidad 
adquisitiva de la población 2010-2017

Crecimiento promedio del gasto 
subnacional 2010-2017
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arte de las tareas de la administración públi-
ca es hacer balances de fin de gestión. Por 
su propio bien, es saludable que ello ocu-
rra y muchas autoridades saben, a su pesar, 

que deben hacerlo, pues las reglas o técnica adminis-
trativa, así lo exigen. Sin embargo, dicho balance no 
está aislado de la evaluación política, que es la más 
solicitada por la población (y muchas veces, de ma-
nera exigente). Y allí viene el problema, pues ese tipo 
de arqueo no quiere ser enfrentado por esas mismas 
autoridades, ya que el balance técnico es frío, pero el 
político es ardoroso. El primero se hace con números 
y fórmulas; el segundo, con las entrañas. El primero 

es mudo, se presenta en Excel y se archiva; el segun-
do puede convertirse en un griterío de indignación y 
puede llegar hasta la agresión física.

Todo esto hay que tenerlo en cuenta cuando se tra-
ta de hacer una evaluación específica, como la que 
me pide la Revista Intercambio, acerca de la gestión 
yamilista; o sea, del período 2015-2018 del Gobier-
no Regional de Arequipa, a cargo de Yamila Osorio 
Delgado.

Es decir, el período yamilista hay que evaluarlo técni-
camente, pero también políticamente, y para empe-

AREQUIPA:
Según los datos del Ministerio de 
Economía y Finanzas, el presupues-
to de las municipalidades se ha in-
crementado en la última década, 
de S/11,128 millones en el 2007 a 
S/34,075 millones en el 2017; sin 
embargo, el peso de los ingresos 
propios en el presupuesto de los 
gobiernos locales es el mismo que 
hace 10 años: en el año 2007, los 
gobiernos locales registraron una 
recaudación por impuestos mu-
nicipales de S/1,128 millones de 
soles, lo que equivale al 10.1% de 
su presupuesto total; mientras que 
para el año 2017, la recaudación 
por impuestos municipales ascen-
día a S/3,707 millones de soles, 
lo que equivale al 10.6% de su 
presupuesto total. Es decir, en 10 
años el nivel local prácticamen-
te ha mantenido su dependencia 
por las transferencias del gobierno 
nacional sin incrementar las capa-
cidades relativas en la generación 
de ingresos propios.

Actualmente existen diversos es-
quemas de transferencias, uno de 
los más importantes es el Fondo 
de Compensación Municipal (FON-
COMUN), como transferencia no 
condicionada que se financia con 
un porcentaje de la recaudación 
del Impuesto General a las Ventas 
(IGV). Otra transferencia importan-
te en magnitud es el Canon, que 
resulta del 50% de lo recaudado 
por Impuesto a la Renta de las em-
presas mineras y que se transfiere 
a las entidades subnacionales loca-
lizadas en las zonas productoras; 
esta fuente se ha incrementado 
significativamente desde que ini-
ció el proceso de descentralización, 
explicado por el incremento de los 
precios internacionales de las ma-
teria primas y la puesta en marcha 

de nuevos proyectos mineros en el 
país, convirtiéndose en la mayor 
fuente de ingresos para algunos 
gobiernos regionales y locales e in-
crementando las diferencias de in-
gresos entre entidades, aunque en 
los últimos años se viene registran-
do una reducción de estas transfe-
rencias, producto del cambio de la 
tendencia de los precios y la des-
aceleración de la actividad minera.

Esto resalta la necesidad de una 
amplia agenda que busque in-
crementar las capacidades de las 
municipalidades para mejorar los 
procesos de recaudación tributa-
ria, a fin de fortalecer la situación 
fiscal y reducir la dependencia de 
otras fuentes de financiamiento; 
de esta forma, se incrementa la 
autonomía para poder discernir 
sobre un horizonte multianual y 
mejorar la posición financiera de 
los gobiernos locales. Esta mejora 
de las capacidades van más allá 
de fortalecer las capacidades del 
personal o de otorgar un incentivo 
monetario a las municipalidades 
(que se da actualmente vía el Plan 

de Incentivos a través de la meta 
Predial), si no que se debe buscar 
la institucionalización de buenas 
prácticas a través de la mejora en 
la implementación y administra-
ción de los sistemas de catastro, 
el establecimiento de un sistema 
para la actualización periódica de 
las bases imponibles, así como la 
adecuada articulación con el siste-
ma de transferencias para evitar la 
pereza fiscal de las municipalida-
des y lograr la mejora gradual de 
las capacidades tributarias.

Paralelamente, es necesario que a 
nivel nacional se estudie y redefina 
el sistema de transferencias, a fin 
de buscar la articulación del mis-
mo, reconociendo e interiorizan-
do el impacto de algunos rubros, 
como el canon y regalías, los cuales 
en la actualidad vienen generando 
distorsiones y exacerbando las des-
igualdades entre localidades. Con-
siderando que es una fuente alta-
mente volátil, la dependencia sobre 
esta fuente de financiamiento pone 
a las entidades en condiciones de 
alta vulnerabilidad fiscal.

Participación del Presupuesto Regional y Local en el 
Presupuesto Total del Sector Público No Financiero (SPNF)

2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017

Gobierno Regional Gobierno Local
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Fuente: Sistema Integrado de Administración Financiera del Ministerio de Economía y Finanzas

18.0% 19.2% 18.7% 18.4% 19.3% 18.9% 18.5% 17.8% 18.5% 19.2%

21.9% 24.4% 21.5% 21.7% 25.7% 25.5% 22.2% 18.9% 19.8% 19.8%

José Luis Vargas Gutiérrez
Universidad Nacional de San Agustín (Arequipa)

EVALUANDO EL 
PERÍODO YAMILISTA
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zar a hacerlo es importante tomar en cuenta las pe-
culiaridades de ese período, pues no hay que olvidar 
que más que expectativas, lo que generó el triunfo 
de Yamila, en las elecciones regionales del 2014, fue-
ron un sinnúmero de curiosidades o dudas, ya que se 
trataba de la primera mujer encargada de dirigir los 
destinos de la Región (luego nos enteraríamos que 
era la única mujer con ese cargo en todo el país); por 
otro lado, encabezaba la lista de Tradición y Futu-
ro, partido ya gobernante de la Región, lo que hacía 
suponer que ella encarnaba la continuidad de Juan 
Manuel Guillén Benavidez, pero el 
mismo ex presidente regional se 
encargó de desmentirlo e, incluso, 
renunció a su propia organización, 
lo que sumergía en el limbo insti-
tucional a esta nueva y joven figu-
ra política que era más conocida y 
recordada como Reina de Belleza 
de Camaná, su lugar de origen, 
que como Consejera Regional en 
el período guillenista.

A pesar de todos esos supuestos 
inconvenientes (dudas y curiosida-
des, sin partido y poca experien-
cia pública), el período yamilista 
arrancó ganando en poco tiem-
po cierto entusiasmo, debido a la 
indudable simpatía que la nueva 
gobernadora despierta, y el buen 
aparato mediático puesto en mar-
cha a su favor. Incluso, para los interesados en polito-
logía, la presencia de Yamila empezó a abrir el debate 
acerca del inicio de una nueva etapa de la política 
arequipeña, etapa marcada por la sangre joven y fe-
menina que enterraba, por fin, el ejercicio político 
tradicional encarnado por viejos y supuestos ilustres, 
que tuvo en Juan Manuel Guillén su última represen-
tación. Es decir, empezó a hablarse del inicio de la era 
"postguillenista" de la política local, expresión que en 
el fondo guardaba cierta expectativa de una gestión 
positiva para la Región.

La ilusión que despertó la gestión yamilista se basaba 
en la supuesta concreción de viejos proyectos anhe-
lados por los arequipeños, como Majes Siguas II y la 

Variante de Uchumayo1, que le daría una remozada 
y moderna cara a la entrada de la ciudad. Esas gran-
des obras se harían en paralelo a otras menores que 
beneficiarían a las provincias, (“trabajaré con las 109 
municipalidades distritales y provinciales para apun-
tar a un desarrollo equilibrado de Arequipa”, decía 
en su campaña). Prometió también cambiar la ma-
triz energética de Arequipa, generar polos de desa-
rrollo y una verdadera descentralización de recursos, 
aprovechando las potencialidades de cada provincia. 
¿Cómo se concretaría eso? Impulsando inversiones 

públicas y privadas que gene-
ren miles de puestos de trabajo. 
Como postre, impulsaría también 
el Programa Regional “Corrupción 
Cero”; es decir, administración efi-
ciente y transparente.

Cuatro años después, algunas de 
esas promesas se materializaron, 
pues Yamila puede mostrar la eje-
cución de varias obras, como los 
mejoramientos de la infraestruc-
tura y equipamiento en colegios 
provinciales como Chuquibamba, 
Caravelí o Camaná; la mejora de 
la Biblioteca Vargas Llosa; el sa-
neamiento en el Cono Norte; o la 
construcción de pistas provincia-
les, así como arreglos de estableci-
mientos de salud. Pero, lo que no 
puede mostrar son sus faraónicas 

promesas, sus grandes obras, aquellas que, según las 
reglas crueles de la evaluación política, definen o no 
la aprobación de una gestión. Así, Majes Siguas II y la 
Variante de Uchumayo quedarán, una vez más, en el 
tintero, en el archivo de las promesas incumplidas y, 
lo peor, de los juicios por venir2.

1	 El proyecto Majes Siguas II significaría la incorporación de 38,500 
hectáreas en la Pampa de Siguas, orientadas a la agricultura, comple-
mentadas con la generación de energía eléctrica con una potencia de 
560 megavatios, a través de dos centrales hidroeléctricas. También se 
proyecta incrementar las exportaciones US$ 360 millones por año, 
aumentando el PBI agrícola e industrial, y la generación de 90 mil 
empleos directos y 27,700 indirectos.

	 La Variante de Uchumayo es un proyecto vial de 4.7 kilómetros de 
longitud que empezó con el gobierno de Juan Manuel Guillén en su 
I etapa y que Yamila Osorio prometió culminarla con las dos últimas.

2	 Hace un año que Majes Siguas II está paralizado, pues la empresa cons-
tructora está vinculada al caso Lava Jato. Sobre la Variante de Uchuma-
yo, se sabe que no cuenta con expediente técnico y menos con Estudios 
de Impacto Ambiental; sus terrenos no están saneados y se entregaron 
19 millones de soles a la contratista, sin haber hecho nada.

¿Todo ello significa que hay que desaprobar la ges-
tión yamilista? En varios foros y entrevistas he seña-
lado que no, pues si bien técnicamente su gestión 
puede tener una nota aprobatoria (raspante, pero 
aprobatoria) y políticamente terminar con la censura 
ciudadana, creo que no hay que ser injustos. Cuatro 
años después hay que reconocer que lo hizo mucho 
mejor de lo que muchos esperaban, considerando 
sus debilidades (inexperiencia y falta de apoyo ins-
titucional, principalmente). Es más, esas flaquezas 
las supo revertir e, incluso, construir una imagen 
nacional que ha hecho que en Lima la vean como 
una potencial candidata presidencial para escenarios 
futuros, dándole prestigio a Arequipa y alejándola 
kilométricamente de la imagen de otros impresenta-
bles gobernadores regionales fugados o envueltos en 
procesos de corrupción.

Justamente, la construcción de esa imagen nacional: 
la de la política provinciana, joven, guapa y sagaz, 
refuerzan su aprobación porque demostró empeño y 
mucho músculo para superar los prejuicios y estereo-
tipos que siguen tejiéndose alrededor de las mujeres 
jóvenes y atractivas que se “atreven” a incursionar en 
la política. Yamila Osorio demostró, de lejos, ser una 
mejor autoridad, una mejor política, e incluso con 
mejor pericia, que muchos de los supuestos grandes 
cuadros técnicos y políticos que rodearon al gobier-
no pepekausista. Es decir, frente a los profesionales 
de Yale, Stanford o Harvard que nos gobernaron en 
los dos últimos años, yo prefiero a la camaneja que 
estudió su primaria y secundaria en el CEP Señor de 
Luren y su carrera en la Universidad Santa María de 
Arequipa.

Cuatro años después hay 
que reconocer que lo 

hizo mucho mejor de lo 
que muchos esperaban 

[...]. Es más, esas 
flaquezas las supo revertir 
e, incluso, construir una 
imagen nacional que ha 

hecho que en Lima la 
vean como una potencial 

candidata presidencial 
para escenarios futuros.

La culminación del proyecto Majes Siguas II fue una de las promesas electorales de Yamila 
Osorio. Lamentablemente, esta obra aún no ha sido culminada.
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a participación electoral de 
los pueblos indígenas de la 
Amazonía es relativamen-
te reciente en el Perú. Las 

primeras elecciones en que los in-
dígenas amazónicos participaron 
de manera activa, ya sea votando 
o siendo elegidos, fue en los sufra-
gios municipales de 1983. Oficial-
mente podían votar desde 1980, 
ya que la Constitución de 1979 
había introducido la posibilidad de 
que las personas analfabetas voten, 
sin embargo, en las elecciones de 
1980 muy pocos votaron, pues la 
mayoría no contaba con la Libreta 
Electoral, que en ese entonces era 
el documento necesario para votar.

Desde entonces han sido elegidos 
aproximadamente cien alcaldes in-
dígenas en la Amazonía peruana, 
incluyendo a nivel distrital y pro-
vincial. Esta cifra podría parecer 
bastante alta, pero en realidad, el 
promedio de alcaldes elegidos en 
cada proceso electoral ha oscilado 
entre diez y doce, promedio que ha 

bajado a ocho en las elecciones de 
2014. Este número de autoridades 
indígenas elegidas resulta bastante 
bajo si se toma en consideración 
que, en por lo menos 23 distritos 
de la Amazonía peruana, la mayo-
ría de la población es indígena.

Dificultades para la 
participación electoral

Los electores provenientes de las 
comunidades nativas amazónicas 
enfrentan diversas dificultades 
para poder participar en las elec-
ciones, principalmente debido a 
no contar con DNI o por el alto 
costo para ir a votar. Estos proble-
mas, sin embargo, no son nuevos. 
Ya en el año 2000 la Defensoría 
del Pueblo publicó un Informe1 en 
el que señalaba la existencia de es-
tos problemas y en el que exigía al 
Estado que los resuelva.

1	 Informe Defensorial Nº 34: www.defenso-
ria.gob.pe/modules/Downloads/informes/
defensoriales/informe_34.pdf

En el caso de la documentación, a 
pesar de los esfuerzos hechos por 
RENIEC para facilitar el DNI a la 
población indígena, según los últi-
mos datos disponibles, como el de 
la Encuesta Nacional de Hogares 
de hace un par de años, cerca del 
10% no contaba con este docu-
mento. También es importante te-
ner en cuenta que la mayor parte 
de esta población está compues-
ta por menores de edad. Así, por 
ejemplo, en el distrito de Río San-
tiago (Condorcanqui, Amazonas), 
a pesar de que la población indí-
gena corresponde a casi el 97% de 
la población total del distrito, el 
porcentaje de electores solo es el 
25% del total.

La otra dificultad principal radica 
en el acceso a los lugares de vota-
ción. Para muchos indígenas, el ir 
a votar significa desplazarse por el 
río; esto implica no solamente va-
rias horas sino, incluso, en algunos 
casos, más de un día de viaje. Pero, 
además de la distancia, ir a votar 

LA COMPLEJA 
PARTICIPACIÓN

Retos Regionales

Oscar Espinosa de Rivero
Pontifica Universidad Católica del Perú

DE LOS PUEBLOS
INDÍGENAS EN LAS

ELECCIONES
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Alcaldes distritales 
indígenas en la Amazonía

implica gastar en pasajes, combus-
tible, alimentos y alojamiento, ade-
más de las dificultades para dejar 
a sus hijos menores. Una solución 
podría ser diversificar más los cen-
tros de votación, sin embargo, se 
ha avanzado poco al respecto.

El pernicioso sistema de cuotas

En el año 2002 se hizo una re-
forma a la Ley de Elecciones Mu-
nicipales por la cual se estableció 
el sistema de cuotas indígenas. 
De acuerdo a este, en zonas con 
población indígena, por lo menos 
el 15% de candidatos en las listas 
electorales deben ser indígenas. 
Este sistema, que supuestamente 
debería beneficiar a la población 
nativa y su participación electoral, 
ha terminado convirtiéndose en 
un problema complejo.

En primer lugar, porque al igual 
que los otros sistemas de cuotas 
establecidas en la legislación elec-
toral peruana, como las de género 

y juventud, se trata de cuotas en 
las listas de candidatos y no en la 
de autoridades elegidas. Para lo-
grar una medida efectiva de acción 
afirmativa se tendría que fijar un 
número de escaños preestableci-
dos, como ocurre en otros países. 
De todos los países que tienen me-
didas similares, el Perú es el único 
que lo aplica de esta manera y, por 
lo tanto, no llega a garantizar el 
acceso real a los cargos por parte 
de mujeres, jóvenes o indígenas.

En segundo lugar, porque no hay 
criterios claros para su aplicación, 
sino que, en muchos casos, sobre 
todo en el caso de las elecciones 
regionales, depende de las deci-
siones que tome el Jurado Nacio-

nal de Elecciones o los Jurados 
Electorales Especiales. En el caso 
de 2014, por ejemplo, no se aplicó 
a varias provincias con población 
indígena, como fue el caso de las 
provincias de Loreto o de Purús en 
Ucayali.

En tercer lugar, este sistema ha 
generado lo que la gente popular-
mente ha denominado “candida-
tos de relleno”; es decir, se colo-
ca a los indígenas en los últimos 
puestos de las listas, de tal manera 
que, aún ganando las elecciones, 
debido a la cifra repartidora, los 
candidatos que van en último lu-
gar no logran ser elegidos. Ade-
más, en muchos casos, el último 
lugar lo ocupa una mujer joven in-

Elegidos

Por revocatoria
94

TOTAL

98

Elaboración: O. Espinosa
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dígena, cumpliendo así con todas 
las cuotas que la ley exige, pero al 
mismo tiempo, burlando dicha ley.

Finalmente, este sistema ha con-
tribuido a debilitar al movimiento 
indígena. Antes de la existencia de 
las cuotas, muy pocos partidos in-
vitaban a participar en sus listas a 
candidatos indígenas y, cuando lo 
hacían, tenían razones explícitas 
para hacerlo. Sin embargo, con el 
sistema de cuotas, todos los par-
tidos tienen la obligación de pre-
sentar candidatos indígenas, lo 
que hace que los electores repar-
tan sus votos entre sus conocidos 
con la esperanza de que alguno 
salga elegido, dispersando así su 
voto y debilitando su posición.

Balance y perspectivas a futuro

Las últimas décadas han mostrado 
el interés que existe, por parte de 

la población indígena, de tomar las 
riendas de su futuro a través de los 
procesos electorales. Sin embargo, 
la falta de facilidades para la par-
ticipación electoral, el sistema de 
cuotas, y las propias normativas de 
funcionamiento de las municipali-
dades han mostrado los límites de 
este proceso, generando, en algu-
nos casos, una cierta frustración y 
desilusión frente a estos espacios 
de gobierno local que no respon-
den ni a sus necesidades ni a sus 
tradiciones culturales y políticas.

La Defensoría del Pueblo también 
ha expresado su preocupación de-
bido a que las normas actuales no 
garantizan la representación real 
de los pueblos indígenas en go-
biernos regionales ni provinciales2. 
En efecto, el Perú ha quedado re-

2	 Nota de Prensa Nº 282/OCII/DP/2018 
(www.defensoria.gob.pe/wp-content/
uploads/2018/08/NP-282-18.pdf)

zagado en materia de legislación 
y de políticas públicas para los 
pueblos indígenas. A diferencia 
de otros Estados de la región, no 
se están discutiendo reformas sus-
tantivas para asegurar verdaderos 
espacios de autogobierno y repre-
sentación indígena, tanto a nivel 
local, como regional y nacional. Es 
urgente revisar el sistema de cuo-
tas, la ley de Municipalidades y, 
en especial, adaptar la legislación 
peruana al Convenio 169 y a los 
otros compromisos internaciona-
les que el Perú ha asumido. Pero 
sobre todo resulta urgente y nece-
sario pensar en cambios más pro-
fundos que modifiquen la institu-
cionalidad misma de los gobiernos 
locales y regionales, si es que se 
quieren respetar adecuadamente 
los derechos indígenas y lograr un 
verdadero proceso de inclusión 
desde una perspectiva intercultu-
ral.

Para muchos 
indígenas, el ir a votar 
significa desplazarse 
por el río; esto implica 
varias horas y, en 
algunos casos, más 
de un día de viaje. 
[...]ir a votar implica 
gastar en pasajes, 
combustible, alimentos 
y alojamiento, además 
de las dificultades 
para dejar a sus hijos 
menores.

Provincias con cuotas indígenas para las 
Elecciones Regionales 2018
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a corrupción no cesa en el país. No había-
mos terminado aún de conocer la gravedad y 
magnitud del caso Lava Jato, ni mucho menos 
sancionado a sus principales responsables, 

cuando un nuevo escándalo de corrupción muestra el 
grado de descomposición al que ha llegado el sistema 
de justicia. Día a día conocemos los audios que mues-
tran a jueces, fiscales, políticos, ex miembros del Con-
sejo Nacional de la Magistratura y empresarios traficar 
con la justicia, arreglar nombramientos, intercambiar 
favores de todo tipo, casos de chantaje sexual y otros 
ilícitos. Esta situación confirma la necesidad de una re-
forma integral profunda del sistema de justicia la cual 
ha sido postergada por muchos años, por los propios 
jueces y por las autoridades políticas. Dicha reforma 

no puede esperar más y requiere de la intervención de 
los jueces, los otros poderes del Estado y especialmen-
te de la sociedad civil.

Gobierno tras gobierno y año tras año los casos de 
corrupción no han cesado de aparecer en la vida na-
cional con consecuencias devastadoras para la gober-
nabilidad, el desarrollo sostenible, la confianza ciuda-
dana y la vigencia de los derechos fundamentales. Son 
pocos los sectores o instituciones del Estado que no 
están afectados. Alfonso Quiroz, en su libro Historia 
de la Corrupción en el Perú, señala que: “El Perú es 
un caso clásico de un país profundamente afectado 
por la corrupción administrativa, política y sistemática, 
tanto en su pasado lejano como en el más reciente. 

Eduardo Vega Luna
Instituto de Ética y 
Desarrollo
Universidad Antonio 
Ruiz de Montoya

EL CÍRCULO DE LA

EN LOS GOBIERNOS REGIONALES
CORRUPCIÓN

*	 Este artículo toma como base la investigación realizada por el Instituto de Ética y Desarrollo de la Universidad Antonio Ruiz de Montoya sobre cómo 
prevenir la corrupción en los gobiernos regionales
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No obstante sus efectos recurrentes y cíclicos, es sor-
prendente lo poco que sabemos acerca de las causas 
específicas de la corrupción y sus costos económicos e 
institucionales en el largo plazo”1.

Por si esto fuera poco, la corrupción también está pre-
sente en las regiones desde hace muchos años. Los ca-
sos del Callao, Tumbes o Ancash son una muestra de 
la gravedad y modo de actuación que tiene este mal 
en los gobiernos regionales, y que se ha hecho poco o 
nada para enfrentar de manera integral. Esta corrup-
ción ha afectado seriamente el proceso de regionaliza-
ción y descentralización, que tiene, en la transferencia 
creciente de recursos presupuestales a los gobiernos 
regionales, el escenario ideal para malos manejos, ges-
tiones deficientes y el uso inadecuado de los recursos 
públicos. Durante muchos años la fiscalización, el con-
trol y la sanción han estado ausentes o han sido muy 
débiles para controlarla, lo cual ha generado una si-
tuación de impunidad muy grande que debe ser rever-
tida con una actuación distinta del Ministerio Público 
(hoy afectado por los propios audios de la corrupción), 
por la Procuraduría anticorrupción carente de recursos 

1	 IEP. 2ª Ed. Lima, 2013. pag.29

y por el impulso que está dando el nuevo Contralor a 
su institución con la reciente Ley de fortalecimiento de 
la Contraloría General de la República. Si estas insti-
tuciones no actúan de manera coordinada, y mucho 
más eficientemente, no habrá forma de combatir la 
corrupción instalada en los gobiernos regionales.

Las cifras no mienten sobre la gravedad del proble-
ma. La Procuraduría Pública Especializada en Delitos 
de Corrupción señala, en un reciente informe, que 
hay 22 gobernadores en ejercicio con investigaciones 
o procesos abiertos. En total son 67 gobernadores y 
ex gobernadores regionales los investigados por de-
litos de corrupción2. Prácticamente todos los gobier-
nos regionales están comprometidos con denuncias y 
procesos de investigación, lo cual daña el proceso de 
descentralización y la eficacia en la gestión de cara a 
los ciudadanos. Solo seis exgobernadores regionales 
están condenados a la fecha (Callao, Tumbes, Ancash, 
Ucayali, Pasco y Cusco). La desconfianza generalizada 
y el perjuicio económico son las consecuencias más 
saltantes de los altos niveles de la corrupción en los 

2	 PPEDC 2017 (https://plataformaanticorrupcion.pe/wp-content/
uploads/2017/07/INFORME-CORRUPCION-SOBRE-GOBERNADORES-
Y-ALCALDES.pdf)

gobiernos regionales. Se calcula que son más de 400 
casos emblemáticos los que están ante la justicia in-
vestigándose por malos manejos y corrupción, y la pa-
ralización de obras sobrepasan las mil.

Todo empieza con una mala elección de 
autoridades y un proceso electoral deficiente

Muy poco ha cambiado en los últimos años de cara a 
las Elecciones Regionales y Municipales del 7 de octu-
bre próximo (ERM 2018). El riesgo del financiamiento 
ilícito de campañas es muy alto, tanto como que los 
candidatos no declaren quienes son sus financistas de 
la campaña electoral. El resultado: el candidato que 
gane las elecciones estará hipotecado o comprometido 
en su gestión para favorecer a quienes lo financiaron.

En efecto, las ERM 2018 se vienen desarrollando en 
un marco legal poco favorable a la transparencia y la 
rendición de cuentas. Como se recordará, las reformas 
legales introducidas al proceso electoral le quitaron fa-
cultades de fiscalización a la ONPE durante el proceso 
electoral. Solo al finalizar el proceso podían solicitar 
la información. Esto sin duda es una grave desventaja 
para que se pueda fiscalizar el origen de los recursos. 
Si bien se exige bancarizar los aportes mayores a 1 UIT, 
el hecho de recortar las facultades fiscalizadores ha 
debilitado la labor de la ONPE y hace difícil conocer a 
quienes financian o si el dinero proviene de actividades 
ilícitas. En Ayacucho se conoce que hay campañas que 
están financiadas por el narcotráfico y en Madre de 
Dios se señala que, por lo menos siete candidatos para 
los cargos de gobernador y vicegobernador regional 

(de un total de 19 listas presentadas), están vinculados 
con la minería informal de oro, actividad que es la res-
ponsable de la mayor deforestación y contaminación 
de una de las zonas más biodiversas del país3.

Del mismo modo, en varias regiones es práctica habi-
tual y naturalizada el financiamiento de las campañas 
electorales por grupos de empresarios y proveedores 
del Estado, con el compromiso de posteriormente ser 
favorecidos en los procesos de licitación o adjudica-
ción de obras. No hay otra razón que permita enten-
der campañas millonarias en muchas regiones si no va 
a haber un retorno del dinero a través del compromi-
so de direccionar las compras a quienes financiaron 
la campaña. Esta situación permanece igual o peor 
que las elecciones anteriores. Las modificaciones a la 
legislación electoral han agravado esta situación. Se 
requiere una reforma electoral urgente para sancionar 
penalmente el financiamiento ilegal de las campañas 
y para reducir o eliminar el financiamiento privado de 
las mismas, haciéndolo así verdaderamente transpa-
rente y sujeto a control y fiscalización, lo cual hoy no 
existe.

¿Qué se puede hacer para impedir que las nuevas 
autoridades (2019-2022) vayan a repetir el círculo 

de la corrupción instalado en las regiones?

Es muy conocido que la corrupción tiene, como una 
de las áreas de mayor ocurrencia de casos, la adminis-
tración de los recursos públicos y las contrataciones de 
bienes, servicios y obras públicas. Malos expedientes, 
comités de selección parcializados, procesos de selec-
ción direccionados y ejecución de obras con sobre-
valorizaciones e incumplimientos de plazo son parte 
central del círculo de la corrupción que se repite en 
distintos gobiernos regionales. Se conoce cómo actúa 
la corrupción, pero se hace muy poco para prevenirla 
y cortar los círculos y estrategias que usa en el siste-
ma de contrataciones. Un problema inicial es que la 
autoridad regional nombra, en puestos de confianza 
claves, a personas que no destacan por sus conoci-
mientos, honradez y meritocracia. Por el contrario, 
se colocan en puestos claves (logística, presupuesto, 
planeamiento, gerencia general, asesoría jurídica, al-
macén, entre otras oficinas regionales) a personas de 

3	 https://elcomercio.pe/peru/madre-de-dios/candidatos-madre-dios-
vinculados-mineria-noticia-545635

La Procuraduría Pública 
Especializada en Delitos de 
Corrupción señala, en un reciente 
informe, que hay 22 gobernadores 
en ejercicio con investigaciones o 
procesos abiertos. En total son 67 
gobernadores y ex gobernadores 
regionales los investigados por 
delitos de corrupción.

El exgobernador regional del Callao, Alex Kouri, es uno más de la larga lista de 
autoridades que han sido sentenciadas por delitos de corrupción en el cargo.
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a sociedad peruana está 
atravesada y configurada por 
el fenómeno de las migracio-
nes. ¿Cuántas de las perso-

nas residentes en Lima no tienen un 
familiar cercano, originario de otra 
provincia de Perú?, o ¿cuántas de 
ellas no tienen relación con alguien 
que está viviendo en el extranjero?, 
y ¿cuántas personas de provincia 
conocen a alguien que haya salido a 
otros lugares en busca de una vida 
mejor? Muy pocas personas en Perú 
no han vivido, de una manera u 
otra, la migración de cerca.

Pero también es cierto que las mi-
graciones son un fenómeno su-
mamente cambiante. Así, hemos 
visto en nuestro país cómo hace 
unas décadas lo fundamental era 
la migración interna, que tenía su 

origen sobre todo en el campo, en 
la sierra, y cuyo destino eran las 
ciudades, especialmente la capital.  
Posteriormente, en los últimos años 
del siglo pasado y el comienzo de 
este, vivimos un proceso de emi-
gración muy fuerte. Las personas, 
por la situación que el país vivía en 
ese momento, veían necesario salir 
del Perú para progresar y, por ello, 
emprendían su viaje hacia otros 
países buscando un futuro mejor. 
En los últimos años, debido al cre-
cimiento económico que ha expe-
rimentado el país, y los procesos 
de integración regional, hay una 
tendencia a configurarnos también 
como país de acogida y de tránsito 
para ciudadanos extranjeros.

Además, dentro de este proceso 
de convertirnos en un país donde 

residen cada vez más personas pro-
venientes de otros países, también se 
han vivido diversas facetas. La prime-
ra se produjo con la crisis económica 
internacional de 2008. Durante esa 
etapa se trasladaron a residir a Perú 
fundamentalmente personas origi-
narias de España y Colombia. Ambos 
países cuentan con facilidades para el 
acceso a la documentación requerida 
para la residencia y trabajo; en el caso 
de España, por el Tratado de doble 
nacionalidad; y en el caso de Colom-
bia, por ser parte de la Comunidad 
Andina. Entre estas personas había 
un gran número de profesionales que 
fueron insertándose poco a poco en 
el mundo laboral.

Igualmente, durante estos años, vivi-
mos un flujo importante de personas 
haitianas que transitaban por el país 

absoluta confianza de los gobernadores, lo que les 
permita realizar contrataciones direccionadas con la 
participación de estos funcionarios.

Una manera de prevenir la corrupción en obras públi-
cas es la aprobación de planes de desarrollo y la priori-
zación de obras con criterios técnicos, no clientelistas, 
que favorezcan el desarrollo regional. Asimismo, es 
necesario mejorar la calidad de los expedientes técni-
cos que muchas veces son deficientes. Un tema central 
en la lucha contra la corrupción es desterrar el direc-
cionamiento de las obras para que gane un determi-
nado postor (normalmente quien financió la campaña 
electoral). Este problema se puede revertir si se desig-
na un comité de selección mucho más estable y con 
la suficiente autonomía y control para llevar sus pro-
cesos de selección de manera adecuada. Necesitamos 
que los procesos de contrataciones sean verdaderos 
procesos competitivos entre empresas, y en donde el 
Estado se vea beneficiado por la calidad de las obras y 
su precio acorde con el mercado y el servicio prestado.

Dos temas finales: muchas regiones utilizan la moda-
lidad de administración directa de la obra. Es decir, 
son los propios gobiernos regionales que se convierten 
en los constructores, y lo único que hacen es comprar 
los materiales y contratar al personal –de la población- 
para que haga la obra, lo cual se presta a populismo y 
puede resultar más caro que contratar a una empresa 
para que haga el trabajo. Un gran porcentaje de obras 
paralizadas (que suman cerca de mil registradas en el 
portal Infobras), se encuentran bajo esta modalidad. 
En segundo lugar, las redes de corrupción en los go-
biernos regionales alcanzan a funcionarios de distin-
tos ministerios, como Vivienda, Construcción y Sanea-
miento, Transportes y comunicaciones y Economía y 
Finanzas, tal como se pudo ver en un reciente caso 
denunciado por un alcalde de Ayacucho.

¿Es posible derrotar a la corrupción en los Gobiernos 
regionales? Sí, es posible. Pero para ello es indispensa-
ble que los nuevos gobernadores regionales, elegidos 
para el periodo 2019 – 2022, tengan la firme voluntad 
de implementar cambios en la gestión y romper con 
las redes de corrupción instaladas en los gobiernos re-
gionales. Se tienen que formar equipos con personas 
honestas y competentes, e implementar acciones efec-
tivas para prevenir, detectar y sancionar la corrupción 
en sus regiones. Es importante que los gobernadores 

se rodeen de funcionarios honestos y capaces en los 
puestos claves de la contratación pública que sean 
elegidos con el apoyo de SERVIR. Es posible derrotar 
la corrupción si se elimina el direccionamiento en las 
obras públicas, si los comités de selección cumplen a 
cabalidad con sus funciones y los órganos de control 
y fiscalización funcionan de manera coordinada. La 
ética tiene que acompañar las acciones de los nue-
vos gobernadores que empiezan sus tareas en enero 
del 2019. El desarrollo del país, la gobernabilidad y la 
recuperación de la confianza ciudadana requieren de 
autoridades honestas y transparentes en sus acciones. 
Tenemos una nueva oportunidad.

Número de gobernadores 
y exgobernadores con 
investigaciones o procesos 
(hasta agosto 2017)

Fuente: Procuraduría Pública Especializada en Delitos de
Corrupción /Consejo de Defensa Jurídica del Estado/MINJUS

Región Cantidad %
Cusco 5 7.5%
Amazonas 4 6.0%
La Libertad 4 6.0%
Madre de Dios 4 4.6%
Pasco 4 6.0%
Puno 4 6.0%
Áncash 3 4.5%
Apurímac 3 4.5%
Callao 3 4.5%
Junín 3 4.5%
Piura 3 4.5%
Tumbes 3 4.5%
Arequipa 2 3.0%
Cajamarca 2 3.0%
Huánuco 2 3.0%
Ica 2 3.0%
Lima 2 3.0%
Lima Provincias 2 3.0%
Loreto 2 3.0%
Moquegua 2 3.0%
Tacna 2 3.0%
Ucayali 2 3.0%
Ayacucho 1 1.5%
Huancavelica 1 1.5%
Lambayeque 1 1.5%
San Martín 1 1.5%

67
100%

Isabel Berganza Setién
Universidad Antonio Ruiz de Montoya

DE EMISOR A RECEPTOR
PERÚ,

DE MIGRANTES
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en dirección a Brasil, provocado es-
pecialmente por el terrible terremoto 
que vivieron el 12 de enero del año 
2010. Ante el aumento del número 
de haitianos ingresantes, en el año 
2012 se determinó la obligatoriedad 
de la visa para el ingreso al país. Esto 
tuvo como consecuencia un agrava-
miento de la vulnerabilidad en la que 
estas personas se encontraban al rea-
lizar su viaje para atravesar Perú.

Estos primeros flujos pusieron en aler-
ta al Estado sobre el hecho de que las 
instituciones y la normativa no esta-
ban adaptadas para recibir extranje-
ros, provocando que se comenzaran 
a tomar las primeras acciones para 
abordar este tema dentro de la polí-
tica pública. Así, ya en el año 2011, 
se creó la Mesa Intersectorial para la 
Gestión de las Migraciones, que de-
pende del Ministerio de Relaciones 
Exteriores y agrupa a diversos secto-
res del Ejecutivo, y en la que también 
participa la sociedad civil. Se comenzó 
también a ver la necesidad de modifi-
car la entonces vigente Ley de Extran-
jería, que era del año 1991 y que aún 
no contaba con reglamento.

Sin embargo, como ocurre en mu-
chas ocasiones, en especial en rela-
ción a las migraciones, la realidad se 
adelantó a los cambios. Así, a partir 

del 2015 y, fundamentalmente, del 
2016 comenzó a aumentar la lle-
gada de personas provenientes de 
Venezuela que se veían obligadas 
a salir por la crisis que vivía dicho 
país. Por ello, a inicios del 2017 el 
Estado creo el Permiso Temporal de 
Permanencia, para permitir su re-
gularización. Este mecanismo fue 
aplaudido por instituciones supra-
nacionales que lo valoraron muy 
positivamente.

Actualmente, según datos de Mi-
graciones, aproximadamente 353 
mil venezolanos se encontrarían 
en Perú. De ellos, a junio de 2018, 
casi 52 mil cuentan con el Permi-
so Temporal de Permanencia (PTP) 
(15%) y 13 mil cuentan con calidad 
migratoria de Ciudadano Residente 
(3,8%). Además, según la Comisión 
Especial para Refugiados, hasta ju-
nio del 2018, casi 12 mil personas 
venezolanas habían solicitado asi-
lo1. Estos números han hecho que 
el sistema se colapse y, a pesar de 
los esfuerzos de las diversas institu-
ciones por mejorar e implementar 
nuevas iniciativas que mejoren la 

1	 OIM (2018) Matriz de Seguimiento del 
Desplazamiento OIM PERÚ. Julio 2018, en 
https://reliefweb.int/sites/reliefweb.int/files/
resources/DTM_R3_FlowMonitoring_OIM-
Peru.pdf

privadas, puedan atender las ne-
cesidades de dicha población. Por 
ejemplo, si bien el Reglamento de 
la Ley de Migraciones establece que 
el Ministerio de Salud tiene que ha-
cer las gestiones necesarias para 
que las personas extranjeras, tanto 
en situación administrativa regular 
como irregular, tengan acceso al 
derecho a la salud, hoy en día, las 
personas venezolanas que cuentan 
con el PTP no pueden inscribirse al 
Seguro Integral de Salud ya que es 
necesario contar con un Carnet de 
Extranjería. El PTP no es suficiente. 
Y situaciones similares se repiten en 
diversos ámbitos de la vida cotidia-
na de las personas extranjeras.

Además, vemos cómo se están 
incrementado las noticias que in-
tentan promover el racismo y la 
xenofobia ante estas personas. Por 
ejemplo, cuando alguna persona 
de origen venezolano ha cometido 
algún delito, los periódicos resaltan 
su nacionalidad. Igualmente se va 

promoviendo la idea de que estas 
personas están copando el merca-
do de trabajo.

En este sentido es importante y 
necesario resaltar algunas cifras y 
compararlas con nuestros países 
vecinos. Actualmente, según los 
datos que se poseen, los extranje-
ros en Perú suponen, aproximada-
mente el 1,5% de la población en 
el país, mientras que en Chile son 
el 4,3% y en Argentina 7,8%. Por 
lo tanto, aún estamos muy lejos de 
alcanzar a algunos de nuestros paí-
ses vecinos donde, además, nues-
tros connacionales residen.

En cuanto a la población trabaja-
dora que se encuentra en planilla 
en el sector privado, a junio de 
2018 los extranjeros suponen sola-
mente el 0,7%. Este dato permite 
realizar dos afirmaciones. Por un 
lado, en cuanto al trabajo formal, 
aún hay un número muy escaso de 
personas extranjeras trabajadoras 

respuesta, los plazos para conse-
guir la documentación se han am-
pliado mucho, generando mayores 
situaciones de vulnerabilidad.

En lo referente al perfil de la po-
blación venezolana residente en el 
país, tal y como refiere la OIM2, el 
65% cuenta con un nivel educativo 
superior, ya sea completo o incom-
pleto, y dentro de ellos casi el 50% 
ha concluido estudios universita-
rios. Por lo tanto, se trata que en un 
alto porcentaje son profesionales, 
sin embargo, no pueden o tienen 
grandes dificultades para acceder a 
puestos acordes con dichas califica-
ciones.

Además, de las personas encuesta-
das en Lima Metropolitana para el 
mencionado estudio de la OIM, el 
66% envían remesas a sus familia-
res y/o conocidos en Venezuela. Es 
decir, son personas que trabajan, 
en parte, para ayudar a solventar 
las necesidades de sus familiares 
que no han abandonado su país de 
origen. Este hecho les hace perma-
necer atentos a todo aquello que 
suceda en dicho territorio.

En cuanto a su barrio de residencia 
en Lima, de los encuestados, don-
de mayor número se agrupan son 
en los distritos de Los Olivos (11%), 
San Martín de Porres (9%), La Vic-
toria (9%) Santiago de Surco (6%) y 
San Juan de Miraflores (5%).

Ahora, sí se puede afirmar que el 
número ascendente de personas 
venezolanas residiendo y trabajan-
do entre nosotros nos ha hecho 
más conscientes de la necesidad de 
cambios estructurales para que las 
instituciones, tanto públicas como 

2	 Ibidem.

y, por otro, se intuye que, al igual que 
la población nacional, están insertán-
dose en el sector informal de trabajo, 
sector donde el riesgo de la vulnera-
ción de derechos es mucho mayor.

Por lo tanto, frente a los rumores y 
las noticias tendenciosas que se van 
produciendo, es necesario promover 
investigaciones rigurosas y análisis 
de datos existentes que nos permi-
tan desmontarlas. Esto con el fin de 
promover procesos de integración so-
cial positivos que permitan ir creando 
un país que, siendo aún más diverso, 
tenga una convivencia pacífica y sea 
cada vez más incluyente. Ojalá sea-
mos capaces de mantener este espí-
ritu de acogida que se ha vivido en el 
Perú frente a la llegada de venezola-
nos. Es importante lograr que, tanto 
la sociedad como el Estado, traten a 
los extranjeros que residen en Perú 
de la misma manera que nos gustaría 
que tratasen a nuestros connaciona-
les que fueron a otros países buscan-
do una vida mejor.
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a vida está llena de en-
cuentros que nos confi-
guran como personas. De 
hecho, es frente a lo di-

verso como vamos construyendo 
nuestra propia identidad personal. 
Una de las grandes riquezas que 
vivimos en nuestro mundo es la 
diversidad. Una gran variedad de 
culturas, de acentos, de religiones, 
de alimentos, de interpretaciones 
de la realidad, etc. Una diversidad 
que a su vez plantea un reto a la 
convivencia, a la creación de iden-
tidad y a la construcción de una 
ciudadanía plural y abierta.

Ante la pregunta, ¿podremos vivir 
juntos?, en muchas ocasiones nos 
movemos entre dos extremos. Los 
que ven en lo diverso una ame-
naza, y la única solución para la 
convivencia en un refuerzo de la 
identidad nacional y de las fronte-
ras; y aquellos que descubren en la 
diversidad una oportunidad para 
nuestras sociedades plurales, en 
las cuales el acento se centra en la 
acogida y la integración, sentando 
las bases de una verdadera cohe-
sión social.

Hoy en día, este debate está a 
flor de piel en muchos rincones 
de nuestro planeta. Las depor-
taciones en Estados Unidos y la 
construcción del muro que -según 
Trump- costearán los mexicanos, 
atentados de grupos extremistas 

en diversas partes del mundo, la 
presión de refugiados y migrantes 
en la frontera sur de Europa, la 
guerra en Siria, el éxodo del pue-
blo venezolano huyendo del ham-
bre y de una ausencia de horizonte 
vital, los conflictos en diversos ba-
rrios con alto grado de diversidad 
cultural de las grandes urbes del 
mundo, los continuos asesinatos 
de periodistas o políticos que de-
fiende el Estado de derecho y de-
nuncian las injusticias, las maras y 
la violencia generalizada entre al-
gunos colectivos... todas parecen 
señales de que no podemos vivir 
juntos. Y, escudados en estas se-
ñales, sembramos de miedo y de 
odio nuestros contextos más cer-

canos, jugando el mismo juego 
de la violencia y de cerrar filas, en 
lugar de preguntarnos por las cau-
sas, intentando revertirlas.

De este modo, generamos meca-
nismos de exclusión que asocian 
al pobre, al extranjero, al que es 
distinto a mí, como el terrorista o 
violento; en el fondo abriendo una 
brecha cada vez más acuciada en-
tre ricos y pobres, entre “legales e 
ilegales”, y así un largo etcétera. 
Todo para perpetuar un sistema 
que mantiene a un estrato social 

cada vez más pequeño, controlan-
do el poder económico, político y 
de manejo de la información, en-
tre otros.

Pero, aunque no salgan en los titu-
lares de los periódicos, hay perso-
nas que han revertido esta manera 
de comprender el mundo y la vida: 
Jesús, Gandhi, Mandela, Luther 
King, Romero, Madre Teresa... Per-
sonas que no buscan la fuerza y 
la violencia como el camino a se-
guir en contraposición al miedo 
y el odio, que descubrieron en el 

¿PODREMOS VIVIR JUNTOS?
LA RIQUEZA DE LA DIVERSIDAD,

Alberto Ares Mateos, SJ
SJM España
Instituto Universitario de Estudios sobre Migraciones de 
la Universidad Pontificia Comillas

encuentro, en la integración, en la 
construcción de puentes y de vín-
culos, en el amor, un camino sóli-
do para la convivencia social, para 
la gestión de la diversidad y para el 
desarrollo de la humanidad.

En nuestro mundo hay muchos 
signos de esperanza, muchos más 
que de odio y violencia. Millo-
nes de padres y madres se levan-
tan cada día buscando un futuro 
mejor para los suyos, millones de 
profesores, de educadores, buscan 
cómo generar una cultura crítica 

Nos vamos dando 
cuenta que si construir 

muros, además de 
simplificar nuestra vida, 
ayudara a crecer como 

sociedad, este elemento 
sería la solución definitiva 

a la convivencia. Sin 
embargo, esta solución 

cortoplacista "rompe 
aguas" por todos lados. 

Lo queramos o no, 
la diversidad es algo 

constitutivo de nuestra 
existencia.
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de la vida y de la realidad en sus 
alumnos, educando en el respeto y 
la diversidad, millones de médicos, 
policías, basureros, bomberos... 
intentan hacer de las ciudades, 
de los pueblos, espacios sanos, 
limpios, seguros donde convivir, 
encontrarnos y jugar en nuestras 
plazas... Millones de líderes políti-
cos, religiosos, comunitarios, que 
se desviven por sus comunidades 
y feligreses, sumando en la arena 
pública, soñando y generando las 
bases de una ciudadanía inclusiva 
y de sociedades solidarias, donde 
se respire paz.

El miedo ante lo nuevo es algo 
que no podemos controlar. Po-
demos decir que es lícito sentir 
temor cuando salimos de nuestra 
zona de confort, cuando abri-
mos nuestro campo de acción, 
cuando gestionamos otras ideas, 
cuando compartimos con otros 
un mismo espacio, etc. Ante esa 
ansiedad, existen tendencias que 
buscan simplificar, caminando 
hacia un horizonte homogéneo y 
unidimensional. Miran sobre todo 
el corto plazo y una respuesta “fá-
cil”. Pero nos vamos dando cuenta 

que si construir muros, además de 
simplificar nuestra vida, ayudara 
a crecer como sociedad, este ele-
mento sería la solución definitiva 
a la convivencia. Sin embargo, en 
la actualidad, esta solución corto-
placista "rompe aguas" por todos 
lados. Lo queramos o no, la diver-
sidad es algo constitutivo de nues-
tra existencia.

Y ante estas situaciones alimenta-
mos discursos que, además de ser 
falsos, minan nuestra propia es-
tructura social y la convivencia. Se 
escucha: "los inmigrantes vienen a 
invadirnos y a quedarse con nues-
tro trabajo", "colapsan nuestro sis-
tema de salud y educación", "son 
la causa de la conflictividad social 
en nuestros barrios", "son un gas-
to que va a arruinar nuestro país". 
Estos son algunos de los discursos 
que venimos escuchando, tanto 
en algunos medios de comunica-
ción como en la parada del auto-
bús, o incluso en diversos mítines 
políticos.

“Vienen a invadirnos, a quedarse 
con nuestro trabajo”. Si miramos 
las estadísticas, en cada país hay 

un tipo de trabajo que siempre 
cuesta cubrir por mano de obra 
autóctona. Este es el nicho de mer-
cado al cual acuden las personas 
migrantes: trabajo en el campo, 
en las minas, en la construcción, 
en el cuidado de nuestros mayo-
res o niños, entre otros. Sin estos 
trabajos, la economía de un país y 
la misma realidad social no podría 
avanzar.

“Colapsan nuestro sistema de sa-
lud y educación, además de todos 
los servicios sociales”. Las personas 
migrantes, en su mayoría, son per-
sonas jóvenes que se incorporar al 
sistema productivo, por lo que ge-
neralmente son las que menos ha-
cen uso del sistema de salud. Las 
grandes partidas que acrecientan 
los gastos sanitarios son las ope-
raciones y tratamientos crónicos o 
terapias prolongadas, propias de 
personas de edad avanzada. Jus-
to en esa franja no se encuentra 
la población migrante. En cuanto 
al sistema educativo, en algunos 
países debido a la baja natalidad, 
la migración ha posibilitado que el 
sistema de educación se refuerce.

“Son la causa de la conflictividad 
en nuestra sociedad”. Con esta-
dísticas en nuestras manos vemos 
que esta es otra falacia que a veces 
se genera en nuestras sociedades. 
En general es más fácil encontrar 
un “chivo expiatorio” al cual poder 
culpar de los males sociales. Esto 
suele ocurrir con los migrantes 
más desfavorecidos. La conflictivi-
dad suele ir asociada a una falta 
de recursos, de posibilidades que 
promoción social, y no a la condi-
ción de migrante.

“Son un gasto que va a arruinar 
nuestro país”. Hay estudios reali-
zados por las universidades más 
prestigiosas del mundo, y por los 
propios Estados, que demuestran 
que la migración genera riqueza 
tanto en el país que recibe, como 
en el de origen. Los migrantes 
aportar sus impuestos, tanto direc-
tos como indirectos, que sostienen 
nuestro entramado social tanto de 
salud y educación, como el 
sistema de pensiones. Por 
no decir que se incorporan 
al mercado laboral a pues-
tos de difícil cobertura y, en 
muchos casos, realizan una 
función social de cuidado 
de nuestros mayores y de 
nuestros hijos. Asimismo, 
abren nuevos mercados, 
atraen nuevos productos y 
generan vínculos y relacio-
nes internacionales. 

Si miramos en nuestros pro-
pios contextos, rara es la 
familia que no tiene alguno 
de sus miembros que ha te-
nido que emigrar en algún 
momento de su historia. Si-
tuaciones económicas muy 
complicadas que no permi-
ten un futuro para los más 

pequeños de la casa, violencia ge-
neralizada o conflictos armados, 
desastres naturales, una situación 
política y social insostenible… 
Todos conocemos esta realidad 
en mayor o menor medida. En el 
fondo, todos somos migrantes, 
peregrinos en un camino que van 
construyendo nuestras familias, 
pueblos y nuestra humanidad.

Todos sabemos que nadie deja su 
tierra, arriesga la vida de sus hijos, 
abandona todo lo que tiene -has-
ta sus propias raíces- por gusto. 
¿Qué tendrá que pasar en la vida 
de una persona para que tenga 
que dejar lo más querido atrás en 
la búsqueda de un futuro digno, 
en ocasiones para no perecer? 
¿Nos lo hemos planteado? ¿Qué 
haríamos nosotros en su lugar? 
¿De verdad que la única solución 
para vivir juntos es alimentar el 
miedo, reforzar la seguridad y la 
exclusión?

Lo veamos más o menos claro, lo 
cierto es que estamos llamados 
a convivir. Sería una pena no en-
riquecernos de lo diverso. Lo di-
verso nos abre a lo más esencial 
del ser humano. Cada persona va 
construyendo su identidad en rela-
ción con los demás, convirtiéndola 
en un ser único. Así, la diversidad 
se convierte en condición de posi-
bilidad para la recreación de una 
sociedad que es múltiple, abierta, 
flexible y compleja. Lo diverso, en 
cierta manera, es un horizonte, 
una cierta utopía, que se va ha-
ciendo cuerpo, camino, proceso y 
realidad.

Mi experiencia personal es que 
las personas migrantes son por-
tadoras de esperanza. Esperanza 
de un mundo en paz, de que es 
posible una vida mejor. Al llegar 
a los países de destino buscan 
seguridad y trabajo, pero, sobre 
todo, reconocimiento y respeto. 

Una sociedad que se cie-
rra sobre sí misma se em-
pobrece. Una sociedad 
que se abre a la posibili-
dad del encuentro y a la 
diversidad, se enriquece, 
construye futuro.

Retomando la pregunta, 
¿podremos vivir juntos? 
Yo estoy convencido de 
que sí. De hecho, ya lo 
venimos haciendo des-
de hace mucho tiempo, 
pero tenemos que tomar-
nos en serio la diversidad, 
trabajando en revertir las 
causas que provocan es-
tos grandes movimientos 
forzados de personas, 
pero, sobre todo, en in-
tegración y en cohesión 
social.

¿Qué tendrá que pasar en 
la vida de una persona para 
que tenga que dejar lo más 

querido atrás en la búsqueda 
de un futuro digno, en 

ocasiones para no perecer? 
¿Qué haríamos nosotros en su 
lugar? ¿De verdad que la única 

solución para vivir juntos es 
alimentar el miedo, reforzar la 

seguridad y la exclusión?
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a insurrección popular de 
1979, liderada por el Fren-
te Sandinista de Liberación 
Nacional (FSLN), derrocó 

a la dictadura de la familia Somo-
za que había gobernado durante 
cuarenta años en Nicaragua, pro-
vocando un amplio movimiento 
de solidaridad de los pueblos de 
América Latina y del mundo; inclu-
so algunos gobiernos de la región 
proporcionaron ayuda a la junta de 
gobierno revolucionaria para la re-
construcción del país.

Una Revolución con más luces 
que sombras, seguida de una 

guerra civil
 
El proceso revolucionario tuvo ca-
racterísticas novedosas en el con-
texto latinoamericano de aquellos 
tiempos. El nuevo gobierno realizó 
elecciones en 1984 y mantuvo el 
pluralismo político, mientras pro-
movía la construcción de espacios 
alternativos de participación popu-
lar.

El gobierno sandinista, con Daniel 
Ortega como presidente, empren-
dió un ambicioso programa de 
transformaciones económicas y 
sociales que incluía la nacionaliza-

ción del territorio y de los recursos 
naturales, la reforma agraria, una 
campaña de alfabetización masi-
va (premiada por la UNESCO) y la 
reestructuración y expansión de los 
servicios de educación y salud pú-
blicos con una amplia participación 
popular.

Sin embargo, estos avances socia-
les fueron frenados y debilitados 

por el impacto de la guerra contra-
rrevolucionaria (con grupos arma-
dos antisandinistas), organizada y 
promovida por el gobierno de los 
Estados Unidos.

El fin de la guerra y las medidas 
económicas

 
La crisis económica fue agravada 
por la caída de los precios de las 

principales exportaciones de Nica-
ragua y por los errores de la política 
económica del gobierno sandinis-
ta, incluyendo la puesta en marcha 
de ambiciosos proyectos de inver-
sión agroindustriales y de infraes-
tructura militar, incompatibles con 
la realidad económica del país.  A 
finales de la década, el país padecía 
de una hiperinflación que superaba 
el 10,000% anual.
 

Las negociaciones entre el gobier-
no Sandinista y la Resistencia Nica-
ragüense, en 1988, dieron como 
resultado el cese de las hostilida-
des, una amnistía, dialogo nacional 
y elecciones anticipadas. En 1990 
el pueblo, cansado de la guerra y 
de la crisis económica, le otorgó el 
triunfo electoral a la coalición lide-
rada por Violeta Chamorro, quien 
suscribió el acuerdo de paz definiti-
vo con la Resistencia Nicaragüense, 
logrando terminar con el conflicto 
armado y estabilizar la economía. 

Para obtener financiamiento del 
FMI, BID y BM, y el apoyo de los 
países donantes de Europa y Norte-
américa, el gobierno de Chamorro, 
y los dos gobiernos liberales que 
le siguieron (Alemán 1997-2001 y 
Bolaños 2002-2006) siguieron las 
recomendaciones del Consenso de 
Washington, adoptando políticas 
económicas excepcionalmente aus-
teras, y con un alto costo social. Sin 
embargo, no lograron los resultados 
esperados. La recuperación econó-
mica fue lenta y débil a pesar de la 
abundante ayuda externa. Tampoco 
hubo una reducción significativa de 
la pobreza (45% en 2005).

El regreso de Ortega

El sandinismo también atravesó 
una profunda crisis interna, por la 
insatisfacción de algunos militantes 
con el liderazgo autoritario de Or-
tega y la falta de democracia inter-
na. Posteriormente, Ortega fortale-
ció su control del partido mediante 
reformas internas que eliminaron la 
dirección colectiva y limitaron sig-
nificativamente el poder de otros 
órganos partidarios.

En 1999 Ortega negocia un pacto 
político con el entonces presidente 

liberal Arnoldo Alemán, buscan-
do reformar la constitución y es-
tablecer un régimen de gobierno 
bipartidista. El pacto le permitió al 
FSLN acceder a cargos en diferen-
tes poderes del Estado y reducir el 
porcentaje mínimo para ganar las 
elecciones presidenciales (35%). 
A cambio, Ortega garantizó “go-
bernabilidad”: se terminaron las 
huelgas y luchas reivindicativas, así 
como la oposición radical del FSLN 
a las políticas neoliberales.

La división interna del Partido Li-
beral abrió el espacio para que 
el FSLN ganara las elecciones del 
2006 con un 38%. En su segunda 
presidencia, Ortega logró el control 
total del sistema judicial y del po-
der electoral a través del nombra-
miento de jueces y magistrados de 
su partido y la cooptación de otros. 
Posteriormente, fueron la Corte Su-
prema de Justicia y el Consejo Su-
premo Electoral quienes le autori-
zaron presentarse a la reelección en 
las elecciones de 2011, a pesar de 
la prohibición constitucional de re-
elegirse por períodos consecutivos.

Reelección, fraude y alianza
con los empresarios

En las elecciones de 2011 el FSLN 
logró una victoria fraudulenta con 
un amplio margen, obteniendo la 
mayoría necesaria en el parlamen-
to para reformar la constitución, 
lo que se consiguió en 2013, in-
cluyendo la reelección presidencial 
indefinida, la eliminación de la se-
gunda vuelta electoral y ganar las 
elecciones presidenciales por ma-
yoría relativa.

Con ese escenario, Ortega se reeligió 
nuevamente en 2016, llevando a la 
vicepresidencia a su esposa, Rosario 

LAS RAÍCES DE UNA CRISIS
NICARAGUA:

Arturo Grigsby Vado
Universidad Antonio 
Ruiz de Montoya

DE DIFÍCIL SOLUCIÓN

Las reformas 
constitucionales de 2013 
también eliminaron 
la prohibición de 
que militares opten a 
puestos de gobierno, y 
se legitimó el modelo 
de co-gobierno con los 
grandes empresarios.
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Murillo, lo que se interpretó como 
una dinastía en ciernes. Las eleccio-
nes nuevamente se caracterizaron 
por numerosas irregularidades, y 
con un alto nivel de abstención en 
las urnas. Previo a las elecciones, el 
gobierno prohibió la observación 
electoral nacional e internacional 
independiente y la Corte Suprema 
de Justicia impidió, a través de una 
sentencia judicial, que el principal 
partido de oposición pudiera com-
petir en las elecciones.

Los gobiernos de EEUU, Canadá y 
de la Unión Europea criticaron se-
veramente el proceso electoral. Un 
grupo de miembros del Congreso 
estadounidense lanzó una iniciati-
va llamada “Nicaragua Investment 
Conditionality Act”, conocida 
como NICA Act, con el propósito 
de requerir a los representantes 
de EEUU en el Banco Mundial y el 
Banco Interamericano de Desarro-
llo, votar en contra de la aproba-
ción de cualquier préstamo para 
Nicaragua. Y en diciembre de 2017 
el gobierno norteamericano aplicó 
la Ley Magnitsky  al presidente del 
Consejo Supremo Electoral de Ni-
caragua.

Las reformas constitucionales de 
2013 también eliminaron la pro-
hibición de que militares activos 
opten a puestos de gobierno, y se 
legitimó el modelo de co-gobierno 
con los grandes empresarios. Estos 
cambios pretendían consolidar las 
alianzas de Ortega con el ejército y 
la elite empresarial, a cambio de su 
lealtad política.

La presencia de militares activos y 
retirados aumentó considerable-
mente en los ministerios y entes es-
tatales, mientras que la alianza con 
la elite empresarial se construyó 

sobre la base de mantener las po-
líticas económicas de los gobiernos 
liberales, y de renovar los convenios 
con la banca multilateral.

El pacto con el sector empresarial 
se profundizó con la creación de 
nuevos espacios de participación 
de la empresa privada en el diseño 
y monitoreo de políticas económi-
cas. Asimismo, se incorporaron re-
presentantes de los empresarios a 
las juntas directivas de instituciones 
y entes estatales y en la Comisión 
Nacional del Salario Mínimo.

Una prosperidad no tan real

El pacto con la elite empresarial 
promovió un clima de negocios fa-
vorable que dinamizó la inversión 
nacional y atrajo (por los bajos nive-
les salariales y la relativa seguridad 
de Nicaragua) la inversión extranje-
ra. La economía creció fuertemen-
te en los últimos años. La tasa de 
crecimiento económico anual estu-
vo cerca del 5% durante el periodo 
2010-2017, y fue la tercera más 
alta en América Latina después de 
Panamá y República Dominicana.

Otro factor clave fue el convenio 
con Venezuela para abastecimiento 
de petróleo, el cual establecía que 
Nicaragua sólo pagaría la mitad 
del costo del petróleo importado, 
mientras que la otra mitad se con-
vertía en préstamos de largo pla-
zo y bajos intereses para financiar 
proyectos económicos y sociales. 
Sin embargo, cuando la economía 
venezolana se fue deteriorando, el 
abastecimiento fue bajando, hasta 
cesar por completo en 2017.

La mayor parte de esos recursos 
fueron orientados a la formación 
de un grupo empresarial del parti-
do de gobierno, con inversiones en 
diversos sectores de la economía 
(energía, construcción, turismo, 
agroindustria, etc.) y con capaci-
dad para competir con los grupos 
económicos nacionales. El fondo 
también fue empleado para finan-
ciar programas de combate a la 
pobreza, subsidios para el trans-
porte colectivo y electricidad para 
las familias de bajos ingresos. Al 
colapsar la ayuda venezolana, los 
programas fueron recortados y pa-
saron a ser financiados con recur-
sos del presupuesto nacional.

El dinamismo económico de los 
últimos años, y los programas de 
lucha contra la pobreza, contribu-
yeron a una modesta reducción 
de los índices de pobreza (de 44% 
en 2009 a 39% en 2015); sin em-
bargo, según la CEPAL, Nicaragua 
fue el único país de América Latina 
donde la desigualdad económica 
se incrementó entre 2008 y 2014.

Por otro lado, la mayoría de la po-
blación urbana trabaja en el sector 
informal (42% en 2017), mientras 
que la pequeña agricultura juega 
un rol clave en el empleo rural. Se-
gún cifras oficiales, solamente el 
24% de los trabajadores está afilia-
do al Sistema del Seguro Social.

La falta de empleo provocó, en las 
últimas décadas, un éxodo de miles 
de nicaragüenses hacia Costa Rica, 
EEUU y otros países. Se estima que 
más de un millón de nicaragüen-
ses viven en el exterior (20% de su 
población). La falta de acceso a la 
tierra ha empujado a muchas fami-
lias rurales a migrar hacia la región 
de bosques tropicales del Caribe, 
creando un fuerte conflicto con los 
pueblos indígenas de esa región.

Ortega frente a su mayor 
desafío

El gobierno de Ortega enfrentaba 
ya un panorama económico difí-
cil para 2018 -debía tomar medi-
das para adaptarse al colapso de 
la ayuda venezolana y prepararse 
para la eventual aprobación del 
Nica Act, limitando su acceso a las 
instituciones financieras internacio-
nales-, cuando en abril se enfrentó 
al mayor desafío político desde que 
retornó al poder en 2007.

Las protestas iniciales fueron pro-
tagonizadas por universitarios 
indignados por la negligencia gu-
bernamental ante la catástrofe eco-
lógica de la Reserva de la Biosfera 
Indio-Maíz. Unos días después, el 
gobierno decretó, unilateralmente, 
las reformas para aliviar la insoste-
nible situación financiera del Segu-
ro Social. Estas incluían la reduc-
ción del 5% en las pensiones y un 
incremento en las contribuciones 
de empleados y empleadores. Los 
estudiantes salieron nuevamente a 
protestar acompañados por orga-
nizaciones de la sociedad civil.

La desproporcionada respuesta del 
gobierno, contra jóvenes y ciuda-
danos que protestaban en distin-
tos puntos de Managua, y la brutal 
escalada represiva de los días si-
guientes, prendió la chispa de una 
insurrección cívica nacional contra 
el régimen. El gobierno dio un paso 
atrás y retiró las reformas, pero era 
demasiado tarde para contener la 
indignación popular.

La iglesia católica nicaragüense se ha unido con la población en 
busca de un diálogo que logre el término del conflicto en el país, 

por ello, ha sido duramente atacada por el gobierno.

Daniel Ortega y su esposa Rosario Murillo junto al presidente venezolano 
Nicolás Maduro a quien tienen como su mejor aliado.

Ortega solicitó la 
mediación de la 

Conferencia Episcopal en 
el conflicto, convocando 

al Diálogo Nacional a 
mediados de mayo [...] 

El Diálogo Nacional 
no logró avanzar en 
las negociaciones. La 
Alianza Cívica y los 

obispos demandaron que 
se negociara una agenda 
para la democratización 

del país, lo que el 
gobierno rechazó, 

acusando a los primeros 
de querer ejecutar un 

golpe de Estado.
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o cabe duda que muchas personas 
salvadoreñas, latinoamericanas y aún 
europeas, desde hace varios años, re-
conocen y veneran a Monseñor Oscar 

Romero como un santo, pero ¿qué significado tie-
ne para ellos su canonización? Trataré de respon-
der esta pregunta desde mi experiencia de haber 
convivido y trabajado con Mons. Romero, como su 
secretario de Asuntos Sociales, mientras fue Arzo-
bispo de San Salvador.

Su canonización como reivindicación oficial 
de la Iglesia a él y a tantas otras víctimas 

promotoras de justicia

Me parece muy importante que el Papa Francisco 
reconozca oficialmente, ante el mundo, la santi-
dad del Arzobispo Mártir, testimoniando que su 
vida fue una “imitación ejemplar de Cristo y es 
digna de la admiración de los fieles”. Esta reivin-
dicación ha de ser también una oportunidad para 
dignificar a tantas personas que, como él, en cual-
quier lugar del mundo, han dado su vida promo-
viendo la justicia.

Este reconocimiento eclesial es necesario en su 
caso porque, lamentablemente, como lo declaró 
el mismo Papa, antes y después de su martirio Ro-
mero “fue difamado, calumniado y su nombre fue 
mancillado, incluso por sus hermanos en el sacer-
docio y el episcopado”.

Estas calumnias provocaron que el Vaticano, a tra-
vés de la Congregación para los Obispos, enviara 

Y SU CANONIZACIÓN 
PARA AMÉRICA LATINA

MONSEÑOR
En una segunda fase de la protesta, 
ciudadanos de todas las clases so-
ciales se movilizaron masivamente, 
los campesinos bloquearon cen-
tenares de carreteras y caminos, 
mientras que en ciudades y pue-
blos se levantaron barricadas.

Ortega solicitó la mediación de la 
Conferencia Episcopal en el con-
flicto, la que aceptó, convocando 
al Diálogo Nacional a mediados 
de mayo. También participaron or-
ganizaciones civiles (movimientos 
estudiantiles, de mujeres y campe-
sinos, y organizaciones de la socie-
dad civil y de empresarios privados) 
quienes se organizaron en una coa-
lición llamada Alianza Cívica.

El Diálogo Nacional no logró avan-
zar en las negociaciones. La Alian-
za Cívica y los obispos demandaron 
que se negociara una agenda para 
la democratización del país, lo que 
el gobierno rechazó, acusando a 
los primeros de querer ejecutar un 
golpe de Estado.

En lugar de negociar, el gobierno 
lanzó las llamadas “operaciones 
limpieza”: policías y paramilitares 
ingresando a pueblos y ciudades, 
disparando a quien defendiera los 
bloqueos o barricadas. Este opera-
tivo incrementó la cifra de muertos. 
El Centro Nicaragüense de Dere-
chos Humanos (CENIDH) registró 
306, siendo 52 de ellos policías y 
paramilitares. También estima al 
menos 2,200 personas heridas, 
muchas de gravedad o con disca-
pacidad de por vida.

El secretario ejecutivo de la Comi-
sión Interamericana de Derechos 
Humanos afirmó que la represión 
ha entrado a una tercera fase, la 
criminalización de los manifestan-

tes, utilizando las instituciones y el 
sistema de justicia para detener y 
promover acciones y procesos judi-
ciales en su contra.

Según el CENIDH, al menos 2,500 
personas han sido detenidas y en-
carceladas algunos días. También 
estima en, aproximadamente, 300 
prisioneros políticos a principios de 
agosto, 148 de ellos en procesos 
judiciales. Los familiares de la gran 
mayoría de los prisioneros han de-
nunciado torturas.
 
La represión y la crisis económica 
provoca que la migración sea aún 
mayor. El ministro de Hacienda ha 
reconocido la pérdida de alrededor 
de 250 mil empleos desde que em-
pezó la crisis.

El alto costo en vidas de la rebelión 
cívica ha conseguido una acelera-
da presión internacional. El Conse-
jo Permanente de la OEA ha con-
formado un “grupo de trabajo” 
(compuesto por doce países, entre 
ellos Perú) para visitar Nicaragua y 
mediar en la crisis. Sin embargo, el 
gobierno nicaragüense lo calificó 
de “injerencista” y advirtió que no 
será recibido.

¿Será la estrategia de Ortega, para 
sobrevivir en el poder, la misma de 
Maduro en Venezuela?, ¿la crisis 
humanitaria en Nicaragua llegará a 
convertirse en una guerra civil?, ¿o 
será finalmente aceptada la media-
ción de la OEA y Nicaragua tendrá 
la oportunidad de resolver la crisis 
por la vía electoral?

En ambos países las protestas piden la 
salida de sus líderes (Maduro y Ortega), ambos 

de izquierda, o elecciones adelantadas.
Ambos gobiernos han empleado la misma estrategia: 

apartar a los líderes y partidos de oposición a través de 
decisiones de Justicia o de autoridad electoral. Han censurado 

medios de comunicación y eliminado contrapoderes.

Ambos países cuentan con 
grupos paramilitares cercanos al 
poder para reprimir y enfrentar a 

los manifestantes.

Ambos países han 
recibido sanciones 
estadounidenses y 

denuncias por parte 
de las organizaciones 

de derechos humanos. 
Aunque la situación 
en Nicaragua no ha 

llamado tanto atención 
como la de Venezuela.

REPRESIÓN DE
LAS PROTESTAS

PRESIÓN 
INTERNACIONAL

RETÓRICA

La oposición de 
ambos países acusan 
a sus presidentes de 

haber establecido una 
“dictadura”, aunque 

los gobiernos califican 
a sus manifestantes 

de “terroristas” 
o “golpistas de 

derechas”.

Algunas 
semejanzas 

entre los 
gobiernos de 
Venezuela y 
Nicaragua

CONTROL 
POLÍTICO

Rafael Moreno, SJ
Conferencia de Provinciales 
Jesuitas de América Latina

ROMERO
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en dos ocasiones (1978 y 1979) visitadores apostólicos a 
revisar el comportamiento de Mons. Romero como Arzo-
bispo de San Salvador. El Papa nunca le pidió formalmen-
te que se retractara de lo que hacía o decía, rechazó la 
solicitud de removerlo, pero sí le nombró un Obispo au-
xiliar con potestad plena y no cuestionó ni investigó a los 
Obispos que le acusaron. Gran mérito del cuestionado 
fue que, a pesar de todo ello, se haya mantenido unido 
al Papa y fiel a su lema episcopal “Sentir con la Iglesia”.

Las mismas calumnias lograron, después del Martirio de 
Monseñor, congelar en el Vaticano su proceso de beati-
ficación, hasta que llegó al Pontificado Jorge Bergoglio.

Su canonización como motivación para que 
Obispos y presbíteros seamos auténticos Pastores, 

Profetas y Promotores del Reino de Dios

El Papa Francisco, en la carta de Beatificación del Obispo 
Mártir, nos da pie para que promovamos esta triple P 
como parte de la devoción a San Romero, al caracteri-
zarlo como:

Pastor según el corazón de Cristo: Mons. Romero me-
rece este calificativo no sólo porque dio la vida por sus 
ovejas, sino porque se entregó de lleno a conocerlas has-
ta llegar realmente a oler a oveja. Fue el primer Arzobis-
po que visitó todos los caseríos, aún los más remotos 

primera leía varios comentarios de exégetas y teólogos 
sobre los textos bíblicos, los meditaba para descubrir 
cómo podrían ser Buena Nueva en el presente; para 
la segunda, recogía las mociones experimentadas o 
los resultados obtenidos en las principales actividades 
pastorales que había tenido; para la tercera, el Arzo-
bispo escuchaba atentamente los comentarios -no 
siempre coincidentes- de un grupo plural, acerca de 
las principales violaciones a los Derechos Humanos, ri-
gurosamente verificadas por el Equipo de Tutela Legal 
del Arzobispado, y sobre los hechos de mayor rele-
vancia acaecidos esa semana. Posteriormente, a solas 
y en oración, formulaba su propia opinión, desde las 
víctimas, pero con una actitud misericordiosa con los 
victimarios.

Por esta última parte, Mons. Romero realmente fue 
“la voz de los sin voz”, o la única voz que en aque-
lla época podía denunciar lo que estaba sucediendo y 
anunciar algún motivo de esperanza.

Testigo heroico del Reino de Dios, Reino de justicia, 
fraternidad y paz: mucho se habla de la transforma-
ción progresiva que Mons. Romero tuvo después del 
asesinato del sacerdote jesuita Rutilio Grande. Desde 
mi punto de vista esta se debió a la forma cómo con-
cibió y fue testigo del Reino de Dios. Dejó de contem-
plarlo abstractamente en el cielo para buscar instau-
rarlo concretamente en la tierra. Dejó de ser un mero 
espectador de la realidad social para ser un protago-
nista de la misma "desde y con" los empobrecidos.

Esta historización del Reino la promovió el Arzobispo 
mártir no sólo con su predicación profética, también 
lo hizo solicitando al Presidente de EEUU que deja-
ra de apoyar militarmente al gobierno salvadoreño, 
mediando conflictos laborales, sociales y políticos, ha-
ciendo gestiones para liberar a los secuestrados, pro-
moviendo la reconciliación nacional, dando asistencia 
humanitaria a personas necesitadas.

Su devoción como inspiración para el 
seguimiento a Jesús.

El Papa Francisco, en su Exhortación Apostólica sobre 
el llamado a la Santidad en el Mundo Actual (Gaudete 
et exsultate), habla de “los santos de la puerta de al 
lado”, de aquellos que viven cerca de nosotros y son 
un reflejo de la presencia de Dios.

y pequeños de su Arquidiócesis. Celebró sus fiestas 
patronales, conviviendo con sus habitantes. Amó a 
sus ovejas y sus ovejas se sintieron amadas, escucha-
das, comprendidas, protegidas, guiadas por su Pastor. 
Prueba de ello eran los cientos de cartas que recibía 
semanalmente, en las que le contaban sus penas, pre-
ocupaciones, aspiraciones, consultándoles sus dudas. 
Cartas que Monseñor se empeñó en contestar de for-
ma personalizada. Para ello encargó a dos religiosas 
que le subrayaran los aspectos más importantes de 
cada una de ellas y ampliaran el breve comentario que 
él mismo escribía al margen.

Evangelizador y padre de los pobres: no cabe duda 
que Mons. Romero se ganó la conciencia y el corazón 
del pueblo salvadoreño mediante su predicación. Sus 
homilías dominicales, transmitidas por la Radio del Ar-
zobispado (YSAX), fueron el programa radial de mayor 
audiencia en El Salvador. Su impacto tan determinante 
se debió, en parte, porque fue un excelente orador, 
pero sobre todo porque supo encarnar la Palabra en el 
aquí y ahora de su época y comunicarla en un lenguaje 
popular. Sus homilías dominicales constaban de tres 
partes: la explicación de las lecturas, el informe sobre 
su actividad pastoral semanal y el juicio profético so-
bre los principales sucesos de la semana a la luz del 
Evangelio y la doctrina social de la Iglesia. Cada una de 
estas partes las preparaba responsablemente: para la 
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Si consideramos el ejemplo de Mons. Romero en el mo-
mento de su entrega total y definitiva, muy probablemen-
te nos parecerá un modelo de santidad inalcanzable; pero 
si lo contemplamos en el proceso gradual de su gestación 
como testigo del Reino de Dios, fácilmente podremos sen-
tirnos invitados a aprender mucho de él. Nos encontra-
remos con una persona que tiene sus limitaciones, como 
cualquiera de nosotros, sencilla, sensible a las necesidades 
de los demás, psicológica y fisiológicamente frágil, tímida, 
indecisa, temerosa, siempre en búsqueda de la voluntad 
divina, con una teología y piedad más bien tradicional. 
Hasta antes de ser Arzobispo fue un Pastor distante de su 
clero, poco apreciado por sus sacerdotes.

Lo que nos enseña Mons. Romero es que se dejó llevar, 
transformar, renovar por Dios; puso su confianza en Él; 
optó por seguir a Jesús dando lo mejor de sí, desinstalán-
dose, encarnando la cercanía a los últimos, la pobreza, 
la entrega amorosa incondicional del Nazareno; se em-
peñó por construir, con Él, ese reino de amor, justicia y 
paz para todos; aprendió a irse superando, junto con su 
clero y su pueblo, para poder afrontar los desafíos, cada 
vez mayores, que la creciente crisis política salvadoreña 
le iba planteando. Todo ello posibilitó que la fortaleza y 
la misericordia divina se manifestarán en él, no obstante 
sus limitaciones personales.

Por todo ello, el Papa Francisco en su carta del día de la 
Beatificación concluye:

“Quienes tengan a Monseñor Romero como amigo 
en la fe, quienes lo invoquen como protector e inter-
cesor, quienes admiren su figura, encuentren en él 
fuerza y ánimo para construir el Reino de Dios, para 
comprometerse por un orden social más equitativo y 
digno”.

Fue el primer 
Arzobispo que visitó 
todos los caseríos, 
aún los más remotos 
y pequeños. Amó 
a sus ovejas y sus 
ovejas se sintieron 
amadas, escuchadas, 
comprendidas, 
protegidas, guiadas 
por su Pastor.

Lo que nos enseña 
Mons. Romero es que se dejó llevar, 

transformar, renovar por Dios; puso su 
confianza en Él; optó por seguir a Jesús 

dando lo mejor de sí, desinstalándose, 
encarnando la cercanía a los últimos, 

la pobreza, la entrega amorosa 
incondicional del Nazareno.

El pueblo salvadoreño, y latinoamericano, se ha sentido muy 
identificado con la figura y el mensaje de Monseñor Romero

Fe y Justicia Fe y Justicia
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omo el título de la in-
tervención artística que 
Gunter Demning1 (Ale-
mania, 1947) inició en 

Berlín para referirme a los distin-
tos sentidos que el arte provoca 
en nuestras vidas: conmoción, 
ternura, dolor, dulzura, angustia y 
muchas otras sensaciones. Esto es 
más cierto aún cuando se trata de 
una actividad tan sensible como la 
de hacer memoria de un paso vio-
lento. Demning colocó en distin-
tas calles de Berlín placas de metal 
que llevaban inscritos los nombres 
y datos básicos de personas que 
fueron detenidas y asesinadas por 
el régimen nazi. Estos memoriales 
fueron colocados en las veredas o 
a la entrada de la casa donde vivie-
ron aquellas personas, tratando de 
que el metal sobresaliera lo sufi-
ciente para que el transeúnte “tro-
piece” con el memorial y conozca 
o recuerde a las personas y la bar-
barie de la que fueron víctimas.

Traigo a colación esta estrategia 
de intervención para llamar la 
atención sobre los diversos senti-
dos que el arte ha provocado en 
nuestro país en torno al conflicto 

1	 Stolpersteine (2018), en alemán. Ver: 
www.stolpersteine-berlin.de/en/project/art-
project

armado interno. De un lado ha 
sido un espacio para la represen-
tación y expresión del terror y el 
dolor vividos durante los años de 
violencia; de otro lado, también 
ha suscitado una resignificación 
de ese periodo en las nuevas ge-
neraciones.

No es casual que se haya dado una 
copiosa producción artística en el 
país durante los últimos 30 años. 
Esta abarca desde el arte popular 
en las comunidades que vivieron 
directamente la violencia, como 
las Tablas de Sarhua, las arpilleras 
de Pamplona Alta o los dibujos de 

Edilberto Jiménez sobre Chungui, 
hasta la producción de artes plás-
ticas, literatura, teatro, cine, músi-
ca, danza, a lo cual se suman las 
recientes intervenciones de arte 
realizadas por nuevas generacio-
nes. Entre estas se cuentan artivis-
tas, artistas que asumen un com-
promiso político y buscan producir 
cambios en la sociedad. Se trata 
de artistas de nuevas generacio-
nes que no vivieron directamente 
el periodo de violencia, sino que 
supieron de ella a través de quie-
nes se las transmitieron, y cuyo 
trabajo hoy guarda una enorme 
significación para las generaciones 

venideras. Puedo recordar, como 
ejemplo de esta tendencia, la obra 
“Proyecto 1980/2000, el tiempo 
que heredé"2, dirigida por Sebas-
tián Rubio y Claudia Tangoa, que 
desde el teatro vivencial explora, a 
partir del testimonio de cinco jóve-
nes “hijos” portadores de una me-
moria heredada3, cómo es que sus 
vidas han sido impactadas y trans-
formadas por las vivencias de sus 
padres o familiares que vivieron el 
conflicto de forma directa. 

2	 Ministerio de Cultura (2014),  ex-
tracto de obra teatral: https://youtu.
be/3QOa1ZLv1TY

3	 JELIN, Elizabeth. (2002). Los trabajos de la 
memoria. Lima: IEP

También se debe tener en cuenta 
la producción de cortos y largo-
metrajes sobre ese periodo que 
descubren otros aspectos del im-
pacto de la violencia. La ultima 
tarde, largometraje de Joel Calero, 
pone en debate los sentidos de 
una pareja de ex subversivos que 
se encuentra 20 años después y 
reflexionan acerca de sus vidas con 
una visión crítica. Este es un tema 
poco abordado y sobre el que se 
guarda discreto silencio en mérito 
a su complejidad. Se podría decir 
que existe en el espacio público 
una suerte de “sanción social” 
que impide siquiera dialogar sobre 
esta temática. Pero en el cine, o en 

cualquier otra expresión artística, 
ello es posible.

Así, el arte se ha convertido en 
una fuente de expresiones que 
buscan incomodar y cuestionar a 
una sociedad que prefiere “mirar 
el futuro”, olvidando que tenemos 
casi 70 mil víctimas y más de 15 
mil personas desaparecidas que 
aún no han sido atendidas de 
forma integral por el Estado en 
su búsqueda de justicia y verdad. 
Y es que hablar sobre el periodo 
de violencia implica producir un 
discurso sobre el país, sobre las 
fracturas que enfrentamos y los 
retos que tenemos por delante. El 
debate sobre el conflicto armado 

Iris Jave Pinedo
Instituto de Democracia y 

Derechos Humanos - IDEHPUCP
ARTE Y MEMORIA:

PIEDRAS PARA TROPEZAR

El arte se ha convertido en 
una fuente de expresiones 
que buscan incomodar y 
cuestionar a una sociedad 
que prefiere “mirar el futuro”, 
olvidando que tenemos casi 
70 mil víctimas y más de 15 
mil personas desaparecidas 
que aún no han sido 
atendidas de forma integral 
por el Estado en su búsqueda 
de justicia y verdad.
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Muestra de la intervención artística de Gunter Demning en 
Alemania, las placas contienen los datos de dos víctimas del 

régimen nazi.
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interno lleva a preguntarnos sobre 
la sociedad que fuimos, cómo en-
frentamos hoy ese pasado, es de-
cir qué interpretación elaboramos 
y qué tipo de sociedad queremos 
construir.

Sin embargo, hoy también ese es-
pacio se ve amenazado por una 
fuerte corriente de negacionismo 
que busca silenciar las produccio-
nes artísticas que hacen memoria. 
Así, desde esta tendencia se afir-
ma falazmente que una represen-
tación del periodo de violencia 
como las Tablas de Sarhua4, el 
museo de la Asociación Nacional 
de Familiares de Secuestrados, De-
tenidos y Desaparecidos del Perú 

4	 El Comercio (2018), sobre la investigación 
por apología al terrorismo en cuadros para 
muestra en el MALI: https://elcomercio.pe/
politica/investigan-apologia-terrorismo-
cuadros-iban-mali-noticia-491719

(ANFASEP)5 o el Lugar de la Me-
moria, la Tolerancia y la Inclusión 
Social (LUM), al rememorar el pa-
sado de violencia se puede inter-
pretar que podrían estar atacando 
a las Fuerzas Armadas y favore-
ciendo al terrorismo. Este discurso 
es enarbolado de forma perma-
nente por actores políticos que 
hoy tienen mayoría en el Congreso 
de la República y que buscan reso-
nancia en los medios de comuni-
cación mediante denuncias de una 
supuesta apología de terrorismo6.

De este modo, se apela a una ame-
naza permanente, como si hablar 
del pasado y pronunciarse acerca 
de ese periodo fuera una acción 
(u omisión) capaz de invocar nue-
vamente el terror y la muerte. Se 
olvida que los procesos sociales 
tienen siempre una dimensión cul-
tural y que su tratamiento en la es-
fera educativa puede transformar 
las sociedades —en sentido posi-
tivo o negativo—. En este escena-
rio, generaciones más jóvenes que 
quieren conocer acerca del pasado 
o se plantean nuevas interrogan-
tes, se ven expuestas a amenazas 
o a peligros de estigmatización y 
hasta de incriminación por el deli-
to de apología del terrorismo. Esto 
nos lleva a plantear el  desafío de 
cómo transmitir a las nuevas ge-

5	 La República (2017), sobre la cita del Mi-
nisterio Público a representantes de AN-
FASEP por apología al terrorismo: https://
larepublica.pe/politica/1136379-fiscalia-ci-
ta-a-representante-de-desaparecidos-por-
supuesta-apologia-al-terrorismo

6	 El 2017 se aprobó una norma que modifi-
ca el Código Penal -a pedido del Congreso 
de la República- que genera más agravan-
tes y aumenta las penas para el delito de 
apología del terrorismo, con sanciones de 
entre 4 y 12 años de prisión. Si la apología 
de terrorismo se hace mediante objetos, li-
bros, escritos, imágenes visuales o audios 
y otros medios de comunicación, la pena 
no será menor de 10 años ni mayor de 12 
años. Ver El Peruano (2017), Ley N° 30609: 
www.gacetajuridica.com.pe/boletin-nvnet/
img_bol08/LEY-N-30610.pdf

neraciones el pasado reciente: la 
escuela debe incorporar una me-
moria reflexiva sobre el periodo 
de la violencia armada, pues es en 
ella donde se forman a los futu-
ros ciudadanos y actores políticos 
del país. Junto a esto será necesa-
rio hacer viable tal incorporación 
mediante propuestas solventes 
desde el punto de vista pedagó-
gico y metodológico, tomando en 
cuenta un enfoque intercultural 
y de género. Todo esto, sin dejar 
de lado a los docentes, los cuales 
deben encontrar en su trabajo una 
forma de empoderarse y legitimar-
se a fin de que puedan actuar con 
capacidad crítica frente a un tema 
que sigue estando en disputa des-
de varios frentes7.

La esfera política está lejos de pro-
cesar y entender la complejidad de 
lo que vivimos y de adoptar valo-
res ciudadanos. Es en el mundo 
de la cultura donde surgen nue-
vas miradas sobre la necesidad de 
diálogo, la defensa de derechos, 
la equidad o la justicia, y también 
donde se visibilizan problemas vie-
jos como la discriminación, la ex-
clusión o el odio a las diferencias. 
Dejemos que el arte nos ayude a 
tropezar, a interpelar y sensibi-
lizar nuestra memoria; dejemos 
que nos ayude a pensarnos como 
ciudadanos pues solo así tendre-
mos posibilidades de derrotar esos 
discursos de violencia y odio que 
se impusieron durante el conflicto 
armado interno.

7	 JAVE, Iris. (2018). Memorias negadas: el 
proceso político de la justicia transicional 
en Perú. En: L. De Vivanco y M. Johansson 
(Eds.), Pasados Contemporáneos. Aproxi-
maciones críticas a los derechos humanos 
y las memorias en Perú y América Latina: 
un enfoque interdisciplinario. Publicación 
inédita.

La esfera política está 
lejos de procesar y 
entender la complejidad 
de lo que vivimos y 
de adoptar valores 
ciudadanos. Es en el 
mundo de la cultura 
donde surgen nuevas 
miradas sobre la 
necesidad de diálogo, la 
defensa de derechos, la 
equidad o la justicia.

“Proyecto 1980/2000, el tiempo que heredé", obra que recogía 
el testimonio de jóvenes cuyos familiares vivieron el conflicto 

armado interno.

Parte del recorrido que se realiza en el Lugar de la Memoria, la 
Tolerancia y la Inclusión Social (LUM).

Dejemos que el 
arte nos ayude a 
tropezar, a interpelar 
y sensibilizar nuestra 
memoria.

Arriba: afiche de la película de 
Joel Calero "La última tarde".

Abajo: parte de la muestra de 
El Museo de la Memoria del 

ANFASEP (Ayacucho).
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